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Introducción

La coordinación con las instituciones, sectores y actores 
pertinentes permite que los sistemas de la seguridad so-
cial complementen la gestión del riesgo de desastres.1 Si 
bien los sistemas de seguridad social en las Américas se 
enfrentan a grandes retos, se sostiene que la coordina-
ción intrainstitucional e intersectorial es un paso funda-
mental para la gestión de recursos escasos, la creación de 
capacidades y la ampliación de la cobertura, además de 
mitigar y prevenir riesgos de desastres. De esa manera, la 
coordinación de los sistemas de seguridad social permite 
ampliar la respuesta ante desastres a través de una serie 
de medidas adoptadas ex ante para prevenir, mitigar y re-
ducir los efectos adversos en el bienestar de las personas. 

Actualmente, los sistemas de seguridad social en 
las Américas han tenido un papel reactivo ante desastres, 
con base en el uso de transferencias monetarias y en es-
pecie focalizadas a los grupos más afectados. Se ha hecho 
uso de esta gestión reactiva, aun cuando el riesgo residual 
—que se mantiene a pesar la aplicación de medidas efica-
ces para la reducción del riesgo de desastres— supone la 
constante necesidad de desarrollar y fortalecer las capa-
cidades efectivas de los servicios de emergencia, acciones 
de preparación, respuesta y recuperación, junto a políti-
cas sociales que antecedan a los desastres. 

1 R. Vakis, Complementing Natural Disasters Management: The Role of 
Social Protection, Banco Mundial, Washington D.C., 2006.
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El presente documento de trabajo se propone brin-
dar las consideraciones necesarias para la construcción 
de un protocolo de acción que tenga por objetivo contri-
buir a la coordinación de las instituciones de la seguridad 
social con los sectores, las instituciones y los actores que 
participan antes, durante y después de un desastre, con 
la finalidad de facilitar la toma de decisiones para man-
tener y recuperar el bienestar en las Américas. Basado 
en un esquema de seguridad social adaptativa y escala-
ble,2 con un enfoque de derechos,3 que en coordinación 
con los servicios de emergencia fortalezca la capacidad 
institucional y, por ende, la resiliencia para hacer frente a 
este tipo de sucesos. En ese sentido, una seguridad social 
adaptativa y escalable se expande horizontalmente para 
llegar a nuevos beneficiarios afectados, además de expan-
dirse verticalmente por medio de beneficios adicionales 
y provisorios4 otorgados de manera específica para aten-
der la situación.

Se trata de un documento original que contribuye 
a analizar la relación del riesgo de desastres a partir de 
los riesgos sociales a los que hace frente la seguridad so-
cial, la cual es comprendida como un instrumento de la 
política social capaz de construir y fortalecer la resilien-
cia.5 Representa una propuesta de intersectorialidad del 

2 Ídem. 
3 Sánchez-Belmont, M., M. Ramírez y F. Romero, Propuesta conceptual 
para el análisis de la seguridad social desde la ciss, ciss, Ciudad de 
México, 2019. 
4 Bastagli, F., Responding to a Crisis: the Design and Delivery of Social 
Protection, odi, Londres, 2014.
5 La protección ante contingencias sociales es un reflejo de la capa-
cidad institucional para gestionar los riesgos, según el Índice para la 
gestión del riesgo América Latina y el Caribe (inform lac). Versión 
2017, A cargo del Comité Permanente entre Organismos (iasc, por sus 
siglas en inglés). 
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bienestar ante desastres a partir de las transferencias y 
servicios propios de la seguridad social para mantener y 
recuperar el bienestar personal y social, que constante-
mente se entrecruza con otros derechos humanos, como 
los vinculados a salud, vivienda, alimentación, agua pota-
ble y saneamiento, para los que se sistematizan precisio-
nes hechas por organismos internacionales. Igualmente 
se cuenta con precisiones en torno a la inclusión de gru-
pos sociales, por ejemplo, por condición etaria, de género, 
étnico-racial o económica. 

El registro de damnificados y beneficiarios de los 
programas sociales, con base en información confiable, 
oportuna y actualizada, es un insumo clave para la coor-
dinación y comunicación de la seguridad social. A su vez, 
cuánto más detallada sea la información, por localización 
geográfica, sexo, edad, condiciones de salud, discapaci-
dad, entre otras, más facilitará la toma de decisiones.6

Para la realización de este documento se tuvo como 
referencia básica el Plan Institucional Frente a Emergen-
cias y Desastres del Instituto Mexicano de Seguridad Social 
(imss), así como las experiencias del Centro Virtual de 
Operaciones en Emergencias y Desastres (cvoed) que el 
propio Instituto ha operado durante diez años para afron-
tar crisis de origen natural y epidemiológico. Asimismo, 
se consideró la experiencia del modelo cubano de protec-
ción ante desastres por medio de la participación social 
de líderes comunitarios en los Centros para la Reducción 
de Riesgos. 

Es pertinente destacar que este documento de tra-
bajo es una primera versión que sienta las bases para la 
coordinación de las instituciones de la seguridad social 

6 Oxford Policy Management, Shock-Responsive Social Protection Sys-
tems Research: Literature Review, Oxford, 2017.
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con los servicios de emergencia, especialmente con Pro-
tección Civil en la etapa de respuesta, sin duplicar funcio-
nes y complementando las capacidades de afrontamiento 
ante desastres, todo ello con la idea de extender las ac-
ciones de la seguridad social en las etapas posteriores de 
recuperación y rehabilitación. Se espera que este docu-
mento sea robustecido con las experiencias y prácticas de 
las instituciones que conforman la Conferencia Interame-
ricana de la Seguridad Social (ciss) a lo largo y ancho del 
hemisferio americano, por medio de mesas temáticas e 
implementación de un pilotaje.

El texto está organizado en tres apartados princi-
pales. El primero brinda información introductoria sobre 
la importancia que tienen los desastres en la región de 
las Américas debido a sus efectos adversos en la actuali-
dad, asimismo establece el camino para la construcción 
de resiliencia desde los sistemas de seguridad social. El 
segundo apartado corresponde al Capítulo 1. La protec-
ción para el bienestar, que, por un lado, aborda las etapas 
de gestión de la reducción del riesgo de desastres y, por 
el otro, plantea los vínculos de cada una de las ramas de 
la seguridad social con las contingencias sociales por de-
sastres. El tercer apartado es el Capítulo 2. Plan de res-
puesta, que plantea una serie de líneas de acción para la 
coordinación intrainstitucional en la etapa de respuesta, 
necesarias de manera previa a la coordinación inter ins-
titucional y sectorial. Las acciones de coordinación in-
trainstitucional están dirigidas principalmente a las ins-
tituciones prestadoras de servicios de salud. Además, se 
presenta el uso del Centro Virtual de Operaciones para 
coordinar la respuesta por medio de transferencias y ser-
vicios que van más allá de los servicios de salud, además 
de coordinar la participación social y las acciones de re-
cuperación. 
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¿Qué son los desastres 
y cómo afectan al bienestar?

Según Naciones Unidas, los desastres son una disrupción 
grave del funcionamiento de una comunidad o sociedad, 
en cualquier escala,7 debido a fenómenos peligrosos, es 
decir, amenazas que interactúan con factores del riesgo 
como la exposición y la vulnerabilidad, además de la ca-
pacidad para hacer frente a desastres. Dichas interaccio-
nes dan como resultado la generación de desastres que 
ocasionan uno o más de los siguientes efectos adversos: 
pérdidas e impactos humanos, materiales, económicos y 
ambientales,8 como se muestra en la figura siguiente.

Figura 1. Generación de desastres
 

7 Un desastre de pequeña escala cuando se requiere asistencia del ex-
terior de la comunidad afectada o un de gran escala cuando se requie-
re asistencia nacional e internacional. 
8 Asamblea General onu, 2016. Reporte A/71/644. Recomendaciones 
del grupo de trabajo intergubernamental de expertos de composición 
abierta sobre los indicadores mundiales para las metas mundiales del 
Marco de Sendai para la Reducción del Riesgo de Desastres 2015-2030 
y sobre el seguimiento y la puesta en marcha de los indicadores.

1. Amenazas (fenómenos peligrosos)
•Naturales y antropogénicas

2. Factores del riesgo
•Exposición, vulnerabilidad y capacidad

Interacciones

Desastres

Resultado

Pérdidas e impactos: 
humanos, materiales, 
económicos y
ambientales.

Efectos adversos

Fuente: elaboración propia. 
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En principio, las amenazas que tradicionalmente se 
consideraban de origen natural, en la actualidad presen-
tan cambios en su ocurrencia y severidad debido a even-
tos extremos de tipo meteorológico y climático que deri-
van del cambio climático. A su vez, los eventos extremos 
constituyen una respuesta tanto a los procesos internos 
naturales, como a los procesos externos o antropogéni-
cos, es decir, aquellos que tienen origen en las actividades 
humanas como las modificaciones en el uso del suelo, el 
crecimiento urbano, la degradación ambiental, la conta-
minación, etcétera. Es así que, las amenazas naturales y 
antropogénicas están interconectadas con mayor fuerza 
a partir del cambio climático, a la vez que, el riesgo de 
desastres es construido socialmente. 

Bajo el actual contexto de cambio climático las 
amenazas —biológicas, ambientales, geofísicas, hidrome-
teorológicas y tecnológicas— interactúan con el lugar y 
situación de las personas, por ejemplo sus viviendas en 
zonas expuestas, que al conjugarse a las condiciones eco-
nómicas y sociales desfavorables, como pobreza y mar-
ginación, incrementan la susceptibilidad a los efectos 
adversos de los desastres. Es así que, los desastres más 
que naturales son el resultado de las interacciones de las 
amenazas con los factores del riesgo —la exposición y la 
vulnerabilidad—. Asimismo, la capacidad es un factor de 
gestión del riesgo de desastres, que en caso de escasear 
propicia desprotección ante ellos y una recuperación de 
la población y comunidades más prolongada.

Los desastres impactan el bienestar de las perso-
nas por medio de efectos adversos, que son manifestacio-
nes de una amenaza en un lugar y periodo concreto. Las 
personas pueden verse afectadas directamente al sufrir 
lesiones, enfermedades o alteraciones en su salud, daños 
en sus medios de vida, bienes económicos, físicos, socia-
les, culturales y ambientales; esto puede ocasionar des-
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plazamientos, reubicación y procesos de migración. Fre-
cuentemente, las personas se enfrentan a la pérdida del 
sostén familiar, los infantes a situaciones de orfandad y 
desprotección para su sano desarrollo, las personas adul-
tas mayores requieren atención prioritaria y especializa-
da, lo mismo para las mujeres embarazadas y las personas 
con discapacidad. Además, todas ellas pueden resultar 
afectadas indirectamente cuando al paso del tiempo, por 
las disrupciones de los desastres, no se logra una eficaz, 
eficiente y oportuna recuperación y rehabilitación. 

El bienestar, concepto complejo que tiene una di-
mensión objetiva —condiciones materiales— y otra sub-
jetiva — asociada a la felicidad, lo que la gente considere 
bueno para ella9—, en caso de desastres se ve alterado, 
con efectos en estas dos dimensiones que están estrecha-
mente vinculadas. El bienestar objetivo se promueve, a 
partir de la acción estatal, con el resguardo de la vida de 
las personas y la subsecuente satisfacción de las necesi-
dades básicas de la población afectada. Al saberse la po-
blación protegida en caso de contingencias sociales por 
medio de mecanismos solidarios que resguardan la inte-
gridad y la dignidad de la vida, ésta protección objetiva 
incide en los niveles de bienestar subjetivo con el potente 
efecto de brindar tranquilidad a las personas y comuni-
dades.

9 Para más información se recomienda revisar a M. Sánchez-Belmont, 
M. Ramírez y F. Romero, op. cit. 
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¿Por qué importan los desastres 
en las Américas?

Los desastres han tendido a incrementarse entre las dé-
cadas de 1960 y 1970 a nivel mundial, tendencia que 
continúa vigente, según el Centro de Investigación sobre 
la Epidemiología de los Desastres (cred).10 En este con-
texto, el continente americano es el segundo más golpea-
do por desastres, después de Asia, como se muestra en 
el Cuadro 1. De los 3 mil 423 desastres por amenaza de 
origen natural ocurridos en América durante 1960-2018 
—que como ya hemos dicho, son modificadas por el cam-
bio climático con relación a las actividades humanas—, se 
han generado pérdidas económicas que ascienden a más 
de 1 billón 419 mil 777 millones de dólares11 y más de 
422 millones de personas afectadas totales.12 

10 Dirigido por la Escuela de Salud Pública de la Universidad Católica 
de Lovaina (UCL) en Bélgica. El cred es centro colaborador de la Orga-
nización Mundial de la Salud (oms) desde 1980, https://www.cred.be/ 
11 A precios corrientes según la base de datos sobre eventos de emer-
gencia del cred disponible en https://www.emdat.be/emdat_db/
12 Considerando la base de datos sobre eventos de emergencia del 
cred, las personas afectadas totales representan a las personas heri-
das por desastres, personas afectadas, es decir, que requieren de asis-
tencia inmediata, además de personas que quedaron sin casa después 
de desastres. 
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En las Américas, con el fin de anticiparse y res-
ponder ante los efectos adversos de los desastres, se han 
desarrollado agencias e instrumentos en corresponden-
cia a la labor de múltiples organismos internacionales a 
partir de la década de 1960. Para muestra, se han creado 
Agencias de Protección Civil, Sistemas de Alerta Tempra-
na, Planes de Respuesta y Marcos Jurídicos Nacionales y 
Centros de Operaciones de Emergencia (coe), que han 
estado dirigidos principalmente a la labor de los servi-
cios de emergencia para resguardar la vida de la pobla-
ción, los activos físicos y de producción. Estas agencias e 
instrumentos han incidido en sensibilizar a la población 
sobre la prevención de los desastres, en fomentar las ac-
ciones intersectoriales e interdisciplinarias, en aumentar 
la capacidad para predecir las situaciones de emergen-
cia y, en general, en mejorar la respuesta ante desastres. 
Sin embargo, estimaciones del Banco Mundial señalan 
que anualmente 26 millones de personas en el mundo 
son orilladas a situación de pobreza debido a desastres 
por amenazas naturales,13 lo que apunta a la necesidad 
de desarrollar estrategias e instrumentos que abonen a 
la recuperación del bienestar, lo que se diferencia de la 
recuperación a impactos económicos en activos físicos.

A su vez, las personas en situación de pobreza y mar-
ginación son más propensas a padecer afectaciones des-
proporcionadas por los desastres en sus medios de vida, 
ingresos y consumo, además de enfrentarse a mayores di-
ficultades para recuperarse y reconstruir debido a la falta 

13 Estimaciones para 89 países revelan que de prevenirse todos los de-
sastres naturales durante un año, el número de personas en extrema 
pobreza, que viven con menos de 1.90 dólares por día, se reduciría en 
26 millones. birf-Banco Mundial, Unbreakable: Building the Resilience 
of the Poor in the Face of Natural Disasters, 2017, p. 2. Disponible en 
https://openknowledge.worldbank.org/handle/10986/25335
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de recursos y ahorros.14 Por tanto, la pobreza y la desigual-
dad son factores subyacentes del riesgo de desastres.15 En 
el hemisferio americano se localiza la región más desigual 
del mundo, América Latina y el Caribe,16 situación que se 
traduce en una inequitativa distribución de la riqueza —
ingresos—y de la apropiación de bienes y servicios, por 
ejemplo, de agua potable, educación o salud.

Los efectos adversos de los desastres agudizan las 
condiciones de pobreza que prevalecen en gran parte del 
continente. En este sentido, recientemente se han tomado 
medidas para adaptar los Sistemas de Seguridad Social a 
las emergencias suscitadas por desastres. El Banco Mun-
dial, el Comité Permanente entre Organismos (iasc) y la 
Oficina de Naciones Unidas para la Reducción del Riesgo 
de Desastres (unisdr) han señalado que la seguridad so-
cial puede fortalecer la capacidad de afrontamiento de las 
comunidades y de las personas afectadas por desastres, 
que necesitan asistencia inmediata durante el período 
de emergencia para suplir necesidades básicas de super-
vivencia como alimentos, agua, refugio, saneamiento y 
asistencia médica, además de necesitar asistencia en el 
mediano plazo para evitar círculos de pobreza intergene-
racionales. 

14 birf-Banco Mundial, op. cit.
15 Asamblea General onu, 2016. Reporte A/71/644. Recomendaciones 
del grupo de trabajo intergubernamental de expertos de composición 
abierta sobre los indicadores mundiales para las metas mundiales del 
Marco de Sendai para la Reducción del Riesgo de Desastres 2015-2030 
y sobre el seguimiento y la puesta en marcha de los indicadores.
16 Se tiene que, en 2014, el 10% más rico de América Latina había 
acumulado el 71% de la riqueza de la región. Disponible en https://
www.cepal.org/en/articulos/2016-america-latina-caribe-es-la-re-
gion-mas-desigual-mundo-como-solucionarlo
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¿Cómo hacer frente al riesgo de desastres 
desde la seguridad social?

El riesgo de desastres es una tipología especial de los 
riesgos sociales representada por contingencias sociales 
que derivan del cambio climático con efectos adversos en 
las personas y comunidades. Hace referencia a la posibili-
dad de que se produzcan muertes, lesiones, daños y des-
trucción de los bienes en un sistema, una sociedad o una 
comunidad durante un período concreto, determinados 
de forma probabilística por la interacción de las amena-
zas con la exposición y vulnerabilidad de las personas y 
comunidades, así como con la capacidad institucional y 
social para gestionar dicho riesgo.17

	 Los riesgos sociales se representan por medio de 
contingencias sociales o choques que impactan el bienes-
tar debido a que merman el nivel de ingresos y la posibili-
dad de llevar una vida digna. Regularmente se presentan 
en forma contingente e impredecible, aunque en el caso 
de los choques derivados del cambio climático —covaria-
dos o agregados— se presentan de forma más severa y 
frecuente debido a fenómenos meteorológicos y climáti-
cos extremos. Además, se distinguen por afectar a un gran 
número de personas y/o comunidades al mismo tiempo y 
por una distribución no aleatoria, lo que implica una con-
centración de sus efectos, entre los grupos socialmente 
desfavorecidos.

Los riesgos sociales han estado siempre vinculados 
a la seguridad social, principalmente a las condiciones de 
empleo de las personas dado que guardan una relación 

17 Asamblea General onu, 2016. Reporte A/71/644.
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con los ingresos y, a su vez, con la posibilidad de llevar 
una vida digna. Consecuentemente, los sistemas de se-
guridad social tienen la capacidad de afrontamiento ante 
contingencias sociales como desempleo, enfermedad, 
maternidad, vejez, invalidez o fallecimiento del sostén fa-
miliar. Desde la ciss la seguridad social es definida como 
un derecho humano que tiene como objetivo contribuir al 
bienestar personal y social, y que comprende un conjunto 
de transferencias y servicios de carácter solidario y públi-
co, cuya responsabilidad fundamental recae en el Estado, 
y que busca proteger a los individuos y a las colectivida-
des ante las contingencias de los riesgos sociales.18 

Es oportuno recordar que la seguridad social es un 
derecho humano para todos los miembros de la sociedad, 
establecido en la Declaración de los Derechos Humanos 
de 1948, lo que conlleva la obligación de los Estados a 
hacerlo efectivo, considerando también la respuesta ante 
contingencias sociales por desastres, según la Observa-
ción General N°19 del Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales del 2007.19

En este sentido, la seguridad social puede hacer 
frente a las contingencias sociales derivadas del cambio 
climático por medio de transferencias y servicios para dar 
respuesta y recuperar el bienestar ante impactos deriva-
dos de la manifestación de múltiples amenazas. Mientras 
que los gobiernos centrales se hacen cargo de la política 
sectorial para mitigar al cambio climático, se requiere de 
la política social, dentro de la cual se encuentra la segu-

18 M. Sánchez-Belmont, M. Ramírez y F. Romero, op. cit. 
19 El artículo 50 de la Observación General N° 19 del Comité de De-
rechos Económicos, Sociales y Culturales. 39° periodo de sesiones de 
2007 refiere al artículo 9 del Pacto Internacional de Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales de 1966. Resolución 2200 A (XXI). Entrada 
en vigor: 3 de enero de 1976. 
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ridad social, como una de sus principales herramientas 
para abonar a la construcción de resiliencia que garantice 
el bienestar ante contingencias sociales, lo que se traduce 
en gestionar el riesgo residual20 antes referido. 

¿Qué es la resiliencia ante desastres?

La Asamblea General de la onu define a la resiliencia como 
la capacidad que tiene un sistema, una comunidad o una 
sociedad expuestos a una amenaza, para resistir, absor-
ber, adaptarse, transformarse y recuperarse de sus efec-
tos de manera oportuna y eficiente, en particular median-
te la preservación y la restauración de sus estructuras y 
funciones básicas por conducto de la gestión de riesgos.21 
Es así que los instrumentos de la seguridad social, como 
las transferencias en efectivo o especie, los subsidios al 
consumo, los empleos de emergencia, la promoción y ac-
ceso a servicios sociales, los seguros de salud y desem-
pleo, las licencias, entre otros, pueden complementar la 
estrategia de gestión del riesgo de desastres a partir de 
contribuir al bienestar personal y social.

La seguridad social puede contribuir a crear resi-
liencia y mejorar la capacidad de afrontamiento de las 
personas afectadas por desastres, sobre todo aquellas en 

20 La Asamblea General de la onu plantea que la presencia de un riesgo 
residual supone una necesidad constante de desarrollar y respaldar 
las capacidades efectivas de los servicios de emergencia, preparación, 
respuesta y recuperación, junto con políticas socioeconómicas como 
medidas de protección social y mecanismos de transferencia del ries-
go, como parte de un enfoque integral. Asamblea General onu, 2016. 
Reporte A/71/644.
21 Ídem. 
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condiciones desfavorables de pobreza y vulnerabilidad.22 
La Asamblea General reconoce que ante el riesgo residual 
es conveniente implementar medidas de protección so-
cial, que para fines de este Protocolo hacen referencia a 
la seguridad social, dado su carácter de derecho humano 
fundamental para la realización de los derechos econó-
micos, sociales y culturales. Los sistemas de seguridad 
social tienen el potencial de reducir las desigualdades y 
ser coadyuvantes de acciones para poner fin al ciclo in-
tergeneracional de la pobreza, por lo que se constituyen 
como un mecanismo de resiliencia.

Las experiencias más comunes de estos sistemas 
que abonan a la resiliencia frente a desastres se basan 
en combinar fondos sociales con transferencias en efec-
tivo, como en los casos del tsunami en Sri Lanka en 2004 
o la sequía en Nicaragua en el año 2000.23 En ambos su-
cesos se recurrió a las transferencias monetarias para 
fortalecer los ingresos familiares post desastre, pero 
también ex ante para reducir la vulnerabilidad en el cor-
to y largo plazo. Cabe destacar que el uso de la seguridad 
social como instrumento para fortalecer la resiliencia ha 
estado reducida a las transferencias monetarias y en al-
gunas ocasiones, en especie. Es así que se carece de una 
estrategia para ampliar la cobertura de los servicios so-
ciales básicos que son fundamentales para el bienestar. 
Se cuenta también con otros ejemplos más recientes en 
que la seguridad social ha sido reactiva ante desastres, 
como es el caso del terremoto en Ecuador en 2016 y las 
inundaciones en Perú en 2017. Estos dos casos se dis-
tinguen por una seguridad social coordinada intersec-
torialmente para ampliar su cobertura a las personas 

22 Inter Agency Standing Committee, iasc. onu, 2017.
23 R. Vakis, op. cit. 
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afectadas con montos extraordinarios para procurar su 
recuperación. 

Podemos observar, entonces, que la resiliencia ante 
desastres desde la seguridad social se ha distinguido por 
ser adaptativa y escalable. Es decir, se expande en forma 
vertical para aumentar el valor o duración de los benefi-
cios de los programas, y en forma horizontal para incre-
mentar el número de beneficiarios. Además, se coordina 
con los servicios de emergencia para generar los regis-
tros de damnificados y empatarlos con los beneficiarios 
de distintos programas sociales, en caso de ser conve-
niente. La ciss apuesta a que esta seguridad social re-
fuerza la resiliencia ante desastres al adoptar un enfoque 
de derechos que reduce de manera efectiva el riesgo y la 
vulnerabilidad de las personas en situación de pobreza y 
marginación antes de la ocurrencia de los desastres. 
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1. La Protección 
para el bienestar

Los desastres son situaciones o eventos que superan la ca-
pacidad local durante y después de la crisis para restable-
cer la normalidad, por lo que, habitualmente, se requiere 
de la asistencia de fuentes externas24 pero primordial-
mente de acciones locales. En este sentido, es necesario 
contar con planes para mantener y recuperar el bienes-
tar personal y social desde la responsabilidad del Estado 
como garante, además de coordinar y orientar las etapas 
de gestión del riesgo de desastres. Las acciones locales 
son indispensables para una respuesta eficaz, eficiente y 
oportuna para resguardar la vida y suplir las necesidades 
básicas de supervivencia de las personas afectadas como 
alimentos, agua, refugio, saneamiento y asistencia médica 
inmediata. De hecho, las acciones locales resultan funda-
mentales para recibir y coordinar la asistencia humanita-
ria,25 en caso de ser necesaria. Es pertinente recordar que 
los desastres se originan a partir de que los fenómenos 
peligrosos interactúan con diversas condiciones, entre 
ellas la de capacidad. En esta sección nos referiremos es-
pecíficamente al rubro de capacidad institucional. 
	

24 La asistencia externa puede ser de jurisdicciones vecinas o de los 
niveles nacional o internacional.
25 Este tipo de asistencia se precisa en situaciones de conflictos sociales 
y desastres, según la resolución A/71/353 de la Cumbre Humanitaria 
Mundial de 2016. Disponible en https://www.agendaforhumanity.org
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Etapas de gestión

La resiliencia ante desastres, entendida como la capacidad 
para resistir, absorber, adaptarse, transformarse y recupe-
rarse de los efectos adversos26 puede reforzarse por medio 
de las acciones de los sistemas de la seguridad social en 
cada una de las etapas de gestión del riesgo de desastres. 
La seguridad social adaptativa y escalable,27 con enfoque 
de derechos y en coordinación con los servicios de emer-
gencia tiene el potencial de ser mucho más que reactiva ya 
que, para mantener y recuperar el bienestar de las perso-
nas y comunidades afectadas por desastres se requieren 
acciones previas y posteriores a la etapa de respuesta, ade-
más de una coordinación eficaz, eficiente y oportuna. 

Las transferencias y servicios de la seguridad social 
tienen un potencial enorme en cada una de las etapas de 
gestión del riesgo de desastres desde la prevención hasta 
la rehabilitación, como se muestra en el Diagrama 1. Las 
etapas de gestión pueden dividirse en tres grandes mo-
mentos: antes, durante y después de desastres. El primero 
incluye la prevención, mitigación y preparación, es decir, 
una serie de acciones para reducir el riesgo de desastres 
por medio de incidir en la reducción de la exposición y vul-
nerabilidad social, mitigar los efectos adversos, además de 
tener en cuenta las multiamenazas a nivel local y regional. 
El segundo corresponde a las acciones de respuesta. Lo 
planteado en la etapa de preparación se pone en práctica 
inmediata. Las acciones de respuesta, desde la seguridad 

26 Asamblea General onu, 2016. Reporte A/71/644
27 La seguridad social adaptativa se refiere a una expansión vertical 
para aumentar el valor o duración de los beneficios de los programas, 
y escalable al expandirse horizontalmente por medio de ampliar el nú-
mero de beneficiarios. Oxford Policy Management, “Shock-Responsive 
Social Protection Systems Research: Literature Review”, Oxford, 2017.



social y como prioridad, se centran en los servicios de sa-
lud y en la generación de registros de personas afectadas. 
El tercer momento comienza con acciones de recuperación 
que en ocasiones no son fáciles de diferenciar de las accio-
nes de la etapa de respuesta, en todo caso se distinguen 
por la temporalidad ya que, la recuperación y rehabilita-
ción implican extender la asistencia de la seguridad social 
en el mediano y largo plazo, hasta restablecer el bienestar 
social a un estado de normalidad. 

Fuente: Elaboración propia con base en Asamblea General 
onu, 2016. Reporte A/71/644, op. cit. 

Diagrama 1. Etapas de gestión 
de la reducción del riesgo de desastres 
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Ampliar la cobertura de las transferencias y servi-
cios de la seguridad social incide en prevenir los efectos 
adversos de los desastres ya que, reduce la vulnerabilidad 
y exposición a multi amenazas. Al garantizar y ampliar la 
cobertura específicamente en grupos y comunidades en 
situaciones desfavorecidas permite mitigar los efectos 
adversos en grupos que suelen ser desproporcionada-
mente afectados por desastres. Asimismo, al evaluar y 
priorizar el tipo y duración de las transferencias y servi-
cios a partir de considerar escenarios multiamenaza se 
facilita preparar las acciones de la seguridad social por 
medio de marcos de acción y coordinación. En el momen-
to en que ocurren los desastres, la seguridad social tiene el 
potencial de responder por medio de dar atención a ne-
cesidades básicas de subsistencia con base en sus trans-
ferencias y servicios, así como en la coordinación y comu-
nicación de las acciones de respuesta. Posteriormente, el 
restablecimiento de la normalidad implica recuperar el 
bienestar de las personas que se logra mediante la seguri-
dad social adaptativa y escalable. Finalmente, la etapa de 
rehabilitar es posible cuando las personas ya no necesi-
ten de las transferencias y servicios extraordinarios como 
en los momentos de la contingencia social.

A continuación, se presenta un ejercicio que vin-
cula el riesgo de desastres a los riesgos sociales a partir 
de transferencias y servicios propuestos por la ciss, con 
base en la norma mínima de la Seguridad Social de la Or-
ganización Internacional del Trabajo (oit) y los servicios 
sociales básicos establecidos en la Observación General 
N°19 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Cul-
turales del 2007. 
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Transferencias y servicios

La protección ante contingencias sociales derivadas del 
cambio climático es compatible con la noción del derecho 
humano a la seguridad social, que aleja a la política social 
de la visión asistencialista de los desastres. Esta distancia 
es necesaria para transitar de la “respuesta a los desas-
tres” hacia la “reducción del riesgo de desastres”, que se 
centra en evitar que se produzcan nuevos riesgos y redu-
cir los riesgos existentes, expreso en el Marco de Sendai 
2015-2030 para la Reducción del Riesgo de Desastres, por 
medio de incidir en la pobreza y desigualdad que son fac-
tores subyacentes del riesgo.
	 La seguridad social adaptada para responder a las 
contingencias sociales de los desastres puede incidir en la 
disminución de las desigualdades socioeconómicas que 
favorecen la exposición y vulnerabilidad ante múltiples 
amenazas. En principio, esta propuesta retoma el Conve-
nio 102 de la oit28 en lo relativo a la norma mínima de la 
Seguridad Social que determina las siguientes ramas:

*	 Invalidez, vejez y muerte (o supervivencia)
*	 Salud
*	 Maternidad
*	 Accidentes de trabajo 
	 y enfermedades profesionales
*	 Desempleo
*	 Prestaciones familiares

28 Disponible en https://www.ilo.org/secsoc/areas-of-work/legal-advi-
ce/WCMS_222058/lang--es/index.htm
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Las ramas o divisiones de la seguridad social han 
estado tradicionalmente vinculadas a la condición del 
empleo formal, sin embargo, la seguridad social adapta-
tiva y escalable propone ampliar su cobertura a las per-
sonas afectadas por desastres con independencia de su 
estatus laboral. En principio, porque como ya se ha se-
ñalado, la seguridad social es un derecho humano y, en 
segundo porque la seguridad social tiene como objetivo 
brindar protección frente a contingencias sociales para 
garantizar el bienestar, lo cual es responsabilidad del Es-
tado. Es así que se hace la siguiente propuesta que vincu-
la las ramas de la seguridad social y el riesgo de desastres 
con base en las prioridades del Marco de Sendai.

Invalidez, vejez 
y muerte (o supervivencia)

Hace referencia a asegurar un nivel mínimo de vida por 
medio de una pensión que suele tener carácter vitalicio 
en forma de pagos periódicos en caso de vejez (artículo 
25-30), en caso de discapacidad laboral (artículo 53-58) 
o para los hijos y cónyuge en caso de fallecimiento del 
sostén de familia (artículo 59-64). De las 85 instituciones 
miembro de la ciss, en promedio 62 por ciento brinda 
este tipo de prestaciones.

En materia de desastres, las personas adultas ma-
yores representan uno de los grupos más expuestos. Re-
quieren una atención vitalicia antes, durante y después 
de los desastres. Regularmente presentan condición de 
movilidad reducida,29 propensión a padecimientos cróni-

29 En el terremoto de Haití de 2010 las personas adultas mayores tu-
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cos y degenerativos, así como la necesidad de cuidados 
y atención domiciliaria. El reporte de envejecimiento, soli-
daridad y protección social en América Latina y el Caribe 
señala que a pesar de que se cuenta con evidencia sobre 
la desprotección de este grupo, muy pocos países se han 
ocupado del tema, siendo las mujeres mayores que habi-
tan en zonas rurales las más desprotegidas.30

El Marco de Sendai coloca a la inclusión como uno 
de sus principios rectores. Las personas con discapaci-
dad, que cruza con el grupo de personas adultas mayores, 
son afectadas desproporcionadamente por los desastres 
debido a que las medidas de evacuación, respuesta y re-
cuperación son inaccesibles.31 Se recomienda la toma de 
decisiones inclusiva, así como la difusión de información 
accesible y comprensible. Las personas con discapacidad 
deben ser integradas durante las etapas de gestión del 
riesgo de desastre —sobre las cuáles se profundizará más 
adelante— como la prevención, mitigación, preparación, 
respuesta, recuperación y rehabilitación ante desastres.32 

vieron dificultad en salir a pedir ayuda, mientras que en el terremo-
to de Chile de, casi 60% de las personas fallecidas fueron personas 
adultas mayores. S. Huenchuan, Envejecimiento, personas mayores y 
Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible: perspectiva regional y de 
derechos humanos, cepal, Santiago de Chile, 2018, p. 173.
30 Ídem.
31 Según reporta la onu, las personas con discapacidad tienen más 
probabilidades de quedarse atrás o ser abandonadas durante la eva-
cuación en caso de desastres, los refugios no suelen ser accesibles, 
al igual que el transporte público. https://www.un.org/development/
desa/disabilities-es/discapacidad-desastres-naturales-y-situacio-
nes-de-emergencia.html
32 El modelo de Inclusión para la Gestión del Riesgo de Desastres en 
Hospitales (INGRID-H), promovido por la ops-oms propone hacer 
efectivo los derechos y la dignidad de las personas con discapacidad 
conforme a la Convención sobre los derechos de las personas con dis-
capacidad, celebrada 13 de diciembre de 2006: https://www.un.org/
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En el caso de los sobrevivientes, es fundamental centrar 
la atención en personas viudas y menores de edad. La 
desnutrición infantil es común después de los desastres, 
sobre todo en niños y niñas que viven en condiciones de 
pobreza previo a tales contingencias sociales.33

Salud

Hace referencia a la asistencia médica de carácter preven-
tivo o curativo, por medio de asistencia médica general, 
por especialistas, de visitas médicas a domicilio, hospita-
lización y el suministro de medicamentos (artículo 7-12). 
También considera las prestaciones monetarias, es decir, 
indemnizaciones por incapacidades de trabajo (artículo 
13-18). Las atenciones médicas cumplen con la finalidad 
de conservar, restablecer o mejorar la salud de la persona 
para que cuenten con las condiciones óptimas para traba-
jar. De las 85 instituciones miembro de la ciss, en prome-
dio 49.4 por ciento brinda este tipo de prestaciones.

En caso de desastres, la Organización Panamerica-
na de la Salud (ops), en su reporte Los desastres naturales 
y la protección de la salud,34 señala que la atención médica 
prioritaria responde al tipo de amenaza del desastre, por 
ejemplo, los terremotos provocan traumatismos que re-
quieren atención inmediata. Por ello, la asistencia médica 
se basa en anticipar e identificar problemas de salud, ade-
más de la logística y gestión de suministros de emergen-

disabilities/documents/convention/convoptprot-s.pdf 
33 unicef, Acción humanitaria para la infancia, 2017. Disponible en 
https://www.unicef.es/sites/unicef.es/files/comunicacion/HAC-Over-
view-unicef-Comite_Espanol-2017.pdf
34 ops, “Los desastres naturales y la protección de la salud. Organiza-
ción Panamericana de la Salud”, Publicación Científica, núm. 575, 2000.
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cia35 en los momentos adecuados y los lugares necesarios 
según el tipo de amenaza. A su vez, la atención sanitaria 
a lo largo de la recuperación y rehabilitación frente a de-
sastres es fundamental para la prevención de epidemias 
cuando hay desplazamientos humanos, cambios en el me-
dio ambiente, hacinamiento y deterioro de las condicio-
nes de higiene. 

La salud es un derecho humano fundamental tam-
bién establecido en la Declaración Universal de Derechos 
Humanos de 1948 por lo tanto, garantizar el derecho hu-
mano a la seguridad social se entrecruza con garantizar el 
derecho humano a la salud física y mental, ya que, en caso 
de desastres, las personas y comunidades pueden pade-
cer estrés, temor y ansiedad.36 

Maternidad
 
El convenio 102 establece prestaciones médicas y pecu-
niarias para las mujeres embarazas, es decir, la protec-
ción durante el embarazo, el parto y sus consecuencias, 
por medio de asistencia prenatal, en el parto, asistencia 
puerperal y de hospitalización en caso necesario. Esta 
prestación aplica para las mujeres con empleo formal o 

35 Los suministros de emergencia son medicamentos, alimentos, en-
seres domésticos, ropa, además de equipos para brindar la asistencia 
médica. ops, Logística y gestión de suministros humanitarios en el sec-
tor salud, Washington, D.C., 2011. 
36 En este sentido, la Evaluación de Daños y Análisis de Necesidades 
(edan) por parte de la ops considera las condiciones de salud y sanita-
rias de la población, además de los efectos psicosociales del desastre. 
J. Rodríguez, Guía práctica de salud mental en situación de desastres, 
ops, Washington, D.C., 2006. Disponible en http://www1.paho.org/hq/
dmdocuments/2008/GuiaPracticadeSaludMental.pdf?ua=1



29

para las cónyuges de los trabajadores, bajo ciertas condi-
ciones (artículo 51). Además, se prevé una indemnización 
por suspensión de ganancias resultantes del embarazo, 
con base en pagos periódicos. Esta protección tiene la fi-
nalidad de conservar, restablecer o mejorar la salud de la 
mujer y su aptitud para el trabajo, así como hacer frente 
a sus necesidades personales (artículo 46-52). De las 85 
instituciones miembro de la ciss, 51.8 por ciento brinda 
este tipo de prestaciones.

La OMS en el reporte Nutrición de las mujeres en el 
período previo a la concepción, durante el embarazo y el 
período de lactancia señala que en los países afectados por 
desastres, las mujeres suelen padecer desnutrición, por lo 
que se requiere comprender las necesidades nutricionales 
de las mujeres embarazadas y lactantes.37 Asimismo, 
durante las inundaciones, las mujeres embarazadas están 
en un mayor riesgo de exposición a toxinas ambientales y 
moho, además de un acceso reducido a alimentos y agua.38

Los impactos de los desastres son diferenciados en-
tre hombres y mujeres. Las mujeres y las niñas tienen 14 
veces más probabilidades que los hombres a morir duran-
te un desastre, debido a la vulnerabilidad por género. Un 
estudio en 141 países afectados por desastres entre 1981 
y 2002 concluye que los desastres naturales reducen la es-
peranza de vida de las mujeres más que la de los hombres. 
Asimismo, cuanto más fuerte es el desastre, más fuerte es 
este efecto de la brecha de género en la esperanza de vida. 

37 Según las recomendaciones de la ops. Reporte EB130/11 del 20 de 
diciembre de 2011, Disponible en https://apps.who.int/gb/ebwha/
pdf_files/EB130/B130_11-en.pdf
38 Public Health Institute/Center for Climate Change and Health, “Spe-
cial Focus: Climate Change and Pregnant Women”, 2016. Disponible 
en http://climatehealthconnect.org/wp-content/uploads/2016/09/
PregnantWomen.pdf
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A mayor nivel socioeconómico de la mujer, más débil es 
esta relación directa.39 Particularmente, las mujeres 
embarazadas o en lactancia representan uno de los 
grupos más vulnerables ante desastres.40 La ONU señala 
que las mujeres embarazadas son altamente vulnerables 
a las enfermedades transmitidas por el agua y a eventos 
térmicos o extremos.41

Accidentes de trabajo 
y enfermedades profesionales

La protección por accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales comprenden el estado mórbido de las per-
sonas del que se desprende la incapacidad total o parcial 
para trabajar, o la pérdida de los medios de existencia su-
frida por los hijos y personas viudas. Se otorga asistencia 
médica y pagos periódicos en el caso de la pérdida total de 
la capacidad para generar ingresos o de la disminución de 
las facultades físicas. De las 85 instituciones miembro de la 
ciss, 63.5 por ciento brinda este tipo de prestaciones.

Los desastres de origen natural pueden ocasionar 
contingencias en el lugar de trabajo, sin embargo, al con-
siderarse contingencias externas se carece de mecanis-
mos para la protección de las personas trabajadoras, por 

39 E. Neumayer y T. Plumper, “The Gendered Nature of Natural Disas-
ters: The Impact of Catastrophic Events on the Gender Gap in Life Ex-
pectancy, 1981–2002”, Annals of the Association of American Geogra-
phers, núm 3, vol 97, 2007, pp. 551-566.
40 C. Castro y L. Reyes, Desastres naturales y vulnerabilidad de las mu-
jeres en México, Inmujeres/pnud, Ciudad de México, 2006. 
41 El impacto de los desastres naturales en la brecha de género en 
http://www.onuhabitat.org.mx/index.php/el-impacto-de-los-desas-
tres-naturales-en-la-brecha-de-genero
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lo que no se brinda indemnización.42 Consecuentemente 
se requiere de medidas eficaces para la protección de la 
vida y salud de las personas en los lugares de trabajo, así 
como tener planes de contingencia, instalaciones seguras 
con rutas de evacuación accesibles, etcétera, sobre todo 
en el caso de los desastres por terremotos, que son los 
más letales. De igual manera en el caso de actividades 
peligrosas que pueden ocasionar desastres de origen hu-
mano —amenazas tecnológicas— o las llamadas “catás-
trofes del desarrollo”, que hacen referencia a actividades 
industriales concentradas en zonas urbanas con alta den-
sidad poblacional e insuficiencia de servicios públicos,43 
a pesar de que se cuenta con el Convenio 17444 sobre la 
prevención de accidentes industriales mayores. 

Desempleo

Hace referencia a un pago periódico destinado a personas 
que están aptas para trabajar y disponibles para el traba-
jo, pero están imposibilitadas para encontrar un empleo 
(artículo 19-24). De las 85 instituciones miembro de la 
ciss, 20 por ciento brinda este tipo de prestaciones.

Después de los desastres, el desempleo es un pro-
blema común. A nivel local se han implementado progra-
mas de micro microcréditos como medidas de reactiva-

42 Para muestra, la Ley N°16.744 de la República de Chile establece que 
las contingencias cubiertas por accidentes de trabajo exceptúan a las 
de fuerza mayor extraña que no tenga relación alguna con el trabajo. 
43 P. Bertazzi, Catástrofes y accidentes mayores. Capítulo 39, Desastres 
naturales y tecnológicos, en Enciclopedia oit, Tomo 2, 2006, pp. 39.2-
39.14. 
44 oit, Convenio sobre la prevención de accidentes industriales mayores, 
núm. 174, 1993. Disponible en https://www.ilo.org/dyn/normlex/es/
f?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO::P12100_ILO_CODE:C174
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ción económica familiar y programas de empleo temporal 
(pet).45 La tendencia es a crear nuevos empleos con sa-
larios más bajos que el salario mínimo para ampliar la 
cobertura del programa de empleo temporal, además del 
uso de transferencias de ingresos para focalizar el pro-
grama a los más necesitados en situación de desempleo.46

Desde el ámbito de la cooperación, se han imple-
mentado otros mecanismos de protección y generación 
de empleo temporal para migrantes ambientales por de-
sastres naturales y epidemias. Por ejemplo, el Estatus de 
Protección Temporal (tps, por sus siglas en inglés) por 
parte de Estados Unidos de América para nicaragüenses 
y hondureños afectados por el huracán Mitch de 1998, o 
para salvadoreños y haitianos por sismos ocurridos en 
la primera década del 2000.47 También la Organización 
Internacional del Trabajo (oit) ha desarrollado herra-
mientas para evaluar las necesidades en situaciones pos-
teriores a desastres (pdna), particularmente en materia 
de afectaciones a los medios de vida para promover el 
empleo en los países afectados.48

45 Para el caso del Programa Trabaja Perú, véase J. Tumi, “El progra-
ma trabaja Perú y la generación de empleo social inclusivo”, Comuni@
cción, núm. 2, vol. 6, 2015, pp. 71-83. El Programa de Empleo de Emer-
gencia en Colombia, decretado en la Ley 1488 del 21 de diciembre 
de 2011, está disponible en https://www.funcionpublica.gov.co/eva/
gestornormativo/norma.php?i=45146 El pet en México atiende a la 
población vulnerable afectada por desastres naturales o emergencias. 
Revisar G. Cejudo y C. Michel, (2012). Meta evaluación del programa de 
empleo temporal (pet), clear/cide, 2012. 
46 S. Farné, Programas de empleo público en América Latina, cepal, San-

tiago de Chile, 2016.
47 Se tiene incertidumbre en la continuidad del tps a partir de decisio-
nes políticas que ponen en riesgo la protección de la población de paí-
ses afectados por desastres naturales y conflictos bélicos. Programa 
que se puede consultar en https://www.uscis.gov/es/tps 
48 oit, “Empleo y trabajo decente en situaciones de fragilidad, conflicto 
y desastre”, Ginebra, 2017.
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Prestaciones familiares

Hace referencia a prestaciones por el número de hijos a 
cargo con edad escolar, ya sea por medio de pagos perió-
dicos y/o suministro de alimentos, vestido, vivienda, va-
caciones o asistencia doméstica (artículo 39-45). De las 
85 instituciones miembro de la ciss, 47.1 por ciento brin-
da este tipo de prestaciones.

Es así que gran parte de las prestaciones familiares 
están dirigidas a contribuir al desarrollo de los menores. 
En el caso de desastres, se estima que son afectados 175 
millones de infantes a nivel mundial cada año.49 Por ejem-
plo, la desnutrición infantil se agrava por la escasez de ali-
mentos después de los desastres, aunado a la falta de agua 
potable y de atención médica,50 además que comúnmente 
se interrumpe su desarrollo educativo y están expuestos 
a ser separados de sus familias.51 El Marco de Sendai de-
fine a los infantes y jóvenes como agentes de cambio y 
considera que contribuyen a la reducción del riesgo de 
desastres. En este sentido, se han realizado guías para 
involucrarlos en las actividades de preparación y mitiga-
ción de desastres,52 sin embargo, se requieren estrategias 
e instrumentos como la seguridad social para atender las 
necesidades básicas para su crecimiento y desarrollo. 

49 Ídem.
50 Problemática señalada dentro de las necesidades nutricionales en 
las situaciones de emergencia. unicef. Disponible en https://www.uni-
cef.org/spanish/nutrition/index_challenges.html
51 Según reporta unicef Noticias. “Desastres naturales: más de la mi-
tad de los afectados son niños”. Disponible en https://www.unicef.es/
noticia/desastres-naturales-mas-de-la-mitad-de-los-afectados-son-ni-
nos
52 Para muestra el Marco de Sendai para la reducción del riesgo de 
desastres: para los niños y niñas. Disponible en https://www.preven-
tionweb.net/educational/view/46959
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Servicios para un entorno 
digno y saludable

Los Estado son los principales responsables de garanti-
zar el bienestar personal y social en su respectivo país. 
A la vez, el Marco de Sendai apunta que las afectaciones 
humanas de los desastres no son aleatorias, sino que res-
ponden a factores subyacentes53 como la desigualdad.54 
En tanto, se requieren medidas que combatan la des-
igualdad en las Américas con la finalidad de reducir los 
factores constitutivos del riesgo: la exposición y la vul-
nerabilidad. En la región, la desigualdad es un problema 
estructural que impide el avance de las sociedades, así 
como el cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo Sos-
tenible (ods).55

Reducir los costos humanos de los desastres de ori-
gen natural y antropogénico implica combatir los factores 
que favorecen un grado mayor de exposición y vulnerabi-
lidad. La propuesta es centrar la atención en dos puntos: 
1) la situación de las personas y las viviendas localizadas 
en zonas expuestas a amenazas; 2) las condiciones ma-
teriales y de servicios en términos de vivienda, alimen-

53 En las enseñanzas extraídas, carencias destacadas y desafíos futuros 
del anterior Marco de Hyogo se detectó que es necesario trabajar en 
reducir el grado de exposición y la vulnerabilidad por medio de medi-
das para luchar contra los factores subyacentes que aumentan el ries-
go de desastres.
54 Además de la pobreza, el cambio climático y la variabilidad del cli-
ma, la urbanización rápida y no planificada, las limitaciones tecnológi-
cas, la utilización no sostenible de los recursos naturales, entre otros 
factores.
55 Se propone fundamental hacer frente a los altos niveles de desigual-
dad para superar la pobreza, la indigencia y la vulnerabilidad en Amé-
rica Latina y el Caribe. L. Abramo et al., La matriz de la desigualdad 
social en América Latina, cepal, Santiago de Chile, 2016, p. 10. 
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tos, agua y saneamiento que inciden en la susceptibilidad 
de las personas y comunidades frente a los efectos de las 
amenazas.

Por ello, reducir la exposición y vulnerabilidad ante 
el riesgo de desastres implica tomar medidas para un en-
torno digno y saludable de las personas y las comunidades. 
El piso mínimo de la seguridad social no contempla presta-
ciones que de manera directa abonen a un entorno digno y 
saludable. El convenio 102 hace referencia a prestaciones 
de vivienda y de alimentación alrededor de las prestacio-
nes familiares (artículo 42). Es una ampliación de la cober-
tura de protección a los hijos de las personas adscritas a los 
sistemas de seguridad social. Sin embargo, no se detallan 
las características de estas prestaciones, ni su relevancia 
para el bienestar. Además, el convenio no aborda los ser-
vicios de agua y saneamiento que son indispensable para 
una vida digna y saludable antes, durante y después de de-
sastres. A continuación, se describen tres áreas de interés:

Agua y saneamiento. Los desastres pueden ocasionar 
afectaciones a los sistemas de aducción y conducción del 
agua potable, interrumpiendo los servicios de agua y sa-
neamiento. Agua, saneamiento e higiene son necesarios 
en situaciones de desastres para prevenir y reducir epi-
demias y enfermedades por consumo de agua contami-
nada. Con la finalidad de garantizar el derecho humano 
al agua56 a toda persona y en todo momento, el Comité de 
los Derechos Económicos, Sociales y Culturales ha reco-
mendado que los Estados adopten medidas para garanti-
zar el suministro de agua salubre y suficiente a las vícti-

56 Reconocido por la Asamblea General de las Naciones Unidas a través 
de la Resolución 64/292 del 28 de julio de 2010. 
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mas de desastres naturales y a las personas que viven en 
zonas propensas a desastres,57 dado que “el número de 
personas que demandan acceso a los servicios de agua y 
saneamiento es mucho mayor que los muertos, heridos, 
albergados o población que necesita atención médica”.58

El Marco de Sendai 2015-2030 establece como 
prioridad promover la resiliencia de la infraestructura 
vital de abastecimiento de agua, a nivel nacional y local, 
con la finalidad de dar una respuesta eficaz y reconstruir 
mejor,59 es decir, centra la atención en la etapa de recupe-
ración y rehabilitación de los desastres. Por su parte, la 
unicef recomienda invertir en los sistemas de agua pota-
ble y saneamiento en épocas de estabilidad para mitigar 
los efectos adversos durante y después de los desastres.60 
La realidad es que, actualmente, en América Latina y el 
Caribe, 65 por ciento de la población tiene acceso al agua 
potable y 22 por ciento al saneamiento,61 con base en el 
ods 6 “Garantizar la disponibilidad y la gestión sostenible 
del agua y el saneamiento para todos”.

57 Inciso “h”. No discriminación e igualdad. Observación general No. 
15: El derecho al agua (artículos 11 y 12 del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales). Disponible en https://
www.escr-net.org/es/recursos/observacion-general-no-15-dere-
cho-al-agua-articulos-11-y-12-del-pacto-internacional
58 ops, “El desafío del sector de agua y saneamiento en la reducción 
de desastres: mejorar la calidad de vida reduciendo vulnerabilidades”, 
2006, p. 1 
59 Inciso “c”, prioridad 4, Marco de Sendai. “Aumentar la preparación 
para casos de desastre a fin de dar una respuesta eficaz y reconstruir 
mejor” en los ámbitos de la recuperación, la rehabilitación y la recons-
trucción. 
60 unicef, Estrategia de agua, saneamiento e higiene 2016-2030, Nueva 
York, 2017. 
61 cepal/bid, Proceso regional de las Américas. Foro Mundial del Agua 
2018, Informe Regional América Latina y el Caribe, 2018, p. 10.
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Alimentación nutritiva. Cuidar la alimentación de las per-
sonas que han sido afectadas por un desastre favorece la 
salud de las comunidades. El suministro de alimentos su-
ficientes, balanceado y en tiempo ayuda a generar un am-
biente de calma en situaciones perturbadoras como los 
desastres. La escasez de alimentos se diferencia por tipo 
de amenaza, por ejemplo, los desastres hidrometeoroló-
gicos suelen afectar en mayor medida la disponibilidad 
de los alimentos en comparación a los geológicos.

La ops/oms recomienda que los alimentos suminis-
trados correspondan al patrón alimentario de la pobla-
ción. Las raciones deben proporcionar entre 1700 a 2000 
kcal por persona/día.62 Es importante tener un registro 
de las necesidades nutricionales por grupos de personas, 
por ejemplo, niños y mujeres lactantes. Además, junto a 
la alimentación se recomienda un monitoreo de la salud 
de las personas afectadas por desastres.63 La estrategia 
regional de seguridad alimentaria resalta el papel de la 
agricultura familiar ya que, en el caso de América Latina y 
el Caribe provee entre 27 y 67 por ciento de la producción 
alimentaria total. Sin embargo, debido a su dependencia 
al clima, concentra de manera desproporcionada los im-
pactos negativos de los desastres,64 por lo que la seguri-

62 ops-oms/INCAP, “La seguridad alimentaria y nutricional en si-
tuaciones de emergencia”. Disponible en https://www.paho.org/
disasters/index.php?option=com_content&view=article&id=553:nutri-
tion-and-food-safety-in-emergency-situations-incap&Itemid=0&lan-
g=es
63 M. Socarrás y M. Bolet, “Alimentación y nutrición de la población 
ante situaciones de desastres naturales”, Revista Cubana de Salud Pú-
blica, 2010, vol. 36, p. 361-366.
64 fao, “Estrategia regional para la gestión del riesgo de desastres en 
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dad alimentaria en las Américas requiere de medidas de 
mitigación del cambio climático para este tipo de agricul-
tura. 

Vivienda. El tema de la vivienda en las Américas nos con-
lleva a la cuestión de la planeación urbana, principalmen-
te en Latinoamérica y el Caribe. Gran parte de la región 
ha desarrollado grandes ciudades sin una adecuada pla-
neación territorial, aunado a una alta concentración de 
la población en ciudades. Para muestra, se estima que 61 
por ciento de la población mundial se concentrará en zo-
nas urbanas para el año 2030,65 por lo que se requiere po-
ner atención en las formas en que se realiza la planeación 
urbana y su vínculo a los grandes retos de las ciudades, 
como la rápida urbanización, la pobreza, la fragmenta-
ción espacial, la migración a zonas costeras y, particular-
mente, el cambio climático.66 

El Marco de Sendai, en términos de la prioridad 4 
“Invertir en la reducción del riesgo de desastres para la 
resiliencia” determina la promoción de las evaluaciones 
del riesgo de desastres en la elaboración y aplicación de 
políticas territoriales, incluidas la planificación urbana. 
Es así que la inversión para fortalecer la resiliencia de las 
ciudades es un punto clave en la frecuencia y efectos ad-
versos de los desastres, pero antes de invertir se requiere 
una planeación integral con particular interés en la “loca-
lización” y la “calidad” de las viviendas ya que son parte 

el sector agrícola y la seguridad alimentaria y nutricional en América 
Latina y el Caribe (2018-2030)”, celac/fao/unisdr, 2018, pp. 12-13.
65 undp (2010). Urban risk management. Bureau for crisis prevention 
and recovery. 
66 irdr (2017) Cities and disaster risk reduction. Disponible en https://
www.preventionweb.net/files/53179_170509irdrcitiesanddrra4.pdf
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del patrimonio familiar más importante a resguardar. En 
los últimos cincuenta años, los desastres por amenazas 
naturales han dejado como saldo casi 12 millones de per-
sonas sin casa en las Américas, según reportes del Centro 
de Investigación sobre Epidemiología de los Desastres 
(cred).67 

* * *

Después del presente ejercicio de vinculación de los ries-
gos sociales establecidos en el Convenio 102 de la oit y la 
Observación General N°19 del Comité de Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales, se destaca que al garantizar las 
transferencias y servicios ante las contingencias de dichos 
riesgos se favorece la integración de redes sociales solida-
rias. En principio, la solidaridad es uno de los principios 
rectores y fundacionales de la seguridad social,68 a pesar 
de que esta ha sido reducida, en los últimos años, al ámbito 
financiero. Desde una perspectiva más amplia, la solida-
ridad hace referencia al grado de apoyo que una persona 
puede esperar recibir en caso de contingencias sociales, lo 
cual es un indicativo de la calidad de vida social.69

En este sentido, el Marco de Sendai señala como 
principio rector la reducción del riesgo de desastres por 
medio de la participación social, particularmente inclusi-
va y empoderada.70 Sin embargo, la participación social 

67 Base de datos sobre eventos de emergencia (EM-DAT) del cred. Dis-
ponible en https://www.emdat.be/database
68 J. Robles, R. Campos y L. Vanegas, “Hacia la universalización de la 
seguridad social”, Simposio Hacia la Universalización de la Salud y la 
Seguridad Social, 2006. 
69 P. Spicker, The Welfare State, a General Theory, Sage Books, 2000. 
Disponible en http://sk.sagepub.com/books/the-welfare-state, p. 79. 
70 Principios rectores del Marco de Sendai, inciso “d”. p. 13.
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no es posible para personas que se encuentran en una 
situación económica desventajosa debido a que se gene-
ran procesos de exclusión, al mismo tiempo que las per-
sonas en esa condición quedan expuestas a situaciones 
de vulnerabilidad. Como señala Spicker,71 la exclusión 
trasciende lo económico y condiciona la posibilidad de 
lograr objetivos y el involucramiento de los miembros de 
la sociedad en actividades para reducir el riesgo de desas-
tres. Asimismo, el Marco de Sendai sugiere poner especial 
atención a la mejora del trabajo voluntario organizado, 
elemento vital antes, durante y después la ocurrencia de 
un desastre.

Algo importante en términos de una participa-
ción social empoderada, es la inclusión de los enfoques 
de derechos, género, intercultural e intergeneracional 
para evitar la exclusión al bienestar social de mujeres, 
niñas, niños, personas indígenas, afrodescendientes, de 
la diversidad sexual, así como personas adultas mayores. 
Estos enfoques permiten la autoadscripción de quienes 
se enfrentan a una situación de desastres como sujetos 
de derecho y no sólo como meros receptores de asisten-
cia, impulsando su involucramiento a acciones en las di-
ferentes etapas de la gestión del riesgo. Especialmente, 
la ciss promueve la transversalización del enfoque de 
género en la reducción del riesgo de desastres. Las mu-
jeres y niñas son agentes de cambio, y su liderazgo72 es 
fundamental en la gestión eficaz del riesgo de desastres, 
de ahí que el Estado garantice el bienestar e integridad 
de mujeres y niñas, al promover su participación en cada 
una de las etapas antes mencionadas, así como en la toma 
de decisiones. Además de establecer mecanismos contra 

71 P. Spicker, op. cit., pp. 77-79.
72 Contenido en los principios rectores del Marco de Sendai. 



41

la violencia de género en casos de desastres producto de 
hechos como “el tráfico de personas, o la práctica de estra-
tegias violentas de supervivencia como es el sexo a cambio 
de bienes y servicios básicos”.73 Es así que la solidaridad de 
la seguridad social se amalgama con el enfoque de género.

Como se estableció antes en el desarrollo de este 
documento, desde la ciss se entiende que la seguridad so-
cial es un derecho humano que tiene como objetivo con-
tribuir al bienestar personal y social, y que comprende 
un conjunto de transferencias y servicios de carácter soli-
dario y público, cuya responsabilidad fundamental recae 
en el Estado, y que buscan proteger a los individuos y las 
colectividades ante riesgos sociales; que reducen la vul-
nerabilidad social; y promueven la recuperación ante las 
consecuencias de un riesgo social materializado, dignifi-
cando así las distintas etapas de la vida, y promoviendo 
la inclusión y el reconocimiento de la diversidad social.74

En este sentido, la ciss propone un lenguaje de 
“transferencias y servicios” en lugar de “prestaciones” 
de la seguridad social, como se muestra en el cuadro si-
guiente, ya a que el enfoque de derechos implica, nece-
sariamente, desvincular a la seguridad social del empleo 
formal. 

73 unfpa, Tríptico de violencia de género y los desastres naturales en 
América Latina y el Caribe, 2012. Disponible en https://lac.unfpa.org/
es/publicaciones/triptico-de-violencia-de-g%C3%A9nero-y-los-desas-
tres-naturales-en-am%C3%A9rica-latina-y-el
74 M. Sánchez-Belmont, M. Ramírez y F. Romero, op. cit.



Diagrama 2. Propuesta de seguridad 
social desde la ciss

La seguridad social es un derecho humano que tiene como 
objetivo contribuir al bienestar personal y social, y que 
comprende un conjunto de transferencias y servicios de 
carácter solidario y público, cuya responsabilidad funda-
mental recae en el Estado, y que buscan proteger a los indi-
viduos y las colectividades ante riesgos sociales; que redu-
cen la vulnerabilidad social; y promueven la recuperación 
ante las consecuencias de un riesgo social materializado, 
dignificando así las distintas etapas de la vida, y promovien-
do la inclusión y el reconocimiento de la diversidad social. 
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El Diagrama 2 muestra una lista de transferencias y 
servicios necesarios para garantizar el bienestar personal 
y social. Gran parte de las transferencias y servicios co-
rresponden a las prestaciones de las ramas establecidas 
en el Convenio 102 de la oit. Mientras que los servicios 
han sido implementados por los Estados en correspon-
dencia a la Observación General N°19 del Comité de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales mediante transfe-
rencias monetarias y en especie, programas de servicios 
sociales básicos e indispensables para una vida digna.

A su vez, el riesgo de desastres es una tipología es-
pecial del riesgo dentro de los riesgos sociales a los que 
hace frente la seguridad social. El riesgo de desastres 
comprendido como contingencias sociales del cambio cli-
mático impacta de manera transversal las transferencias 
y servicios de la seguridad social, por lo que una medida 
para reducir los riesgos existentes y evitar nuevos riesgos 
es garantizar un entorno digno y saludable antes de que 
ocurran los desastres. 
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2. Plan de respuesta 

La gestión del riesgo de desastres no puede evitar o elimi-
nar por completo los procesos, fenómenos o actividades 
humanas que afectan al bienestar personal y social, por lo 
que se requiere de planes de respuesta enfocados a ges-
tionar el riesgo residual. Este tipo de riesgo se mantiene 
aun cuando se hayan puesto en pie medidas eficaces para 
la reducción del riesgo de desastres. Por esto, la Asam-
blea General de Naciones Unidas recomienda el uso de la 
gestión compensatoria del riesgo de desastres al imple-
mentar las actividades de preparación, respuesta, recu-
peración, instrumentos de financiación, créditos, seguros, 
reaseguros y redes de seguridad social.75 Es decir que, la 
seguridad social tiene un papel importante en la cons-
trucción y fortalecimiento de la resiliencia ante desastres 
por lo que es fundamental que las instituciones cuenten 
con planes de respuesta.

El Plan de Respuesta del presente documento de 
trabajo tiene la finalidad de facilitar la toma de decisiones 
durante o inmediatamente después de un desastre a par-
tir de la coordinación intrainstitucional. Resulta funda-
mental la coordinación al interior de las instituciones de 

75 Asamblea General onu, 2016. Reporte A/71/644. Recomendaciones 
del grupo de trabajo intergubernamental de expertos de composición 
abierta sobre los indicadores mundiales para las metas mundiales del 
Marco de Sendai para la Reducción del Riesgo de Desastres 2015-2030 
y sobre el seguimiento y la puesta en marcha de los indicadores.
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la seguridad social, previa a las acciones de coordinación 
con otros sectores, instituciones y actores diversos. De-
cisivamente, los sistemas de seguridad social requieren 
definir las estrategias y los instrumentos propios para 
asegurar la continuidad de operaciones de sus institucio-
nes que brindan atención primaria para la recuperación 
del bienestar ante desastres, con base en un plan de con-
tinuidad de operaciones que se describe a continuación. 

En el caso de las Américas, los sistemas de segu-
ridad social han sido recientemente empleados para la 
recuperación del bienestar personal y social en caso de 
desastres. Como se dijo en la primera sección, se ha docu-
mentado el uso de transferencias monetarias y en espe-
cie focalizadas a los grupos más afectados por desastres 
en Perú76 y Ecuador,77 con base en la coordinación de la 
seguridad social con protección civil y distintos actores 
que cuentan con la responsabilidad y capacidad de hacer 
frente en caso de desastres. 

Por un lado, la característica común en estos dos 
casos es el uso de la Declaratoria de Estado de Emergen-
cia78 por parte de los gobiernos centrales. El alcance de 
este instrumento de gestión del riesgo es permitir la de-
finición de un primer criterio geográfico para la elegibi-
lidad de los beneficiarios de programas eventuales de la 
seguridad social,79 lo cual es indispensable para cualquier 

76 Caso de huaycos, desbordes e inundaciones en abril de 2017 en Perú. 
R. Beazly, Protección social reactiva frente a emergencias en América 
Latina y el Caribe. Caso de estudio: Perú, Oxford Policy Management, 
Oxford, 2017.
77 Caso del terremoto de abril de 2016. R. Beazly, op. cit., Caso de estu-
dio: Ecuador. 
78 También llamada en algunos países como Declaratoria de Estado de 
Calamidad o de Excepción por catástrofes. 
79 R. Beazly, op. cit. Caso de estudio: Perú. 
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acción local y regional. A su vez, la utilización de este ins-
trumento requiere de manera previa trabajo en materia 
de coordinación, preparación y planificación ante desas-
tres, así como la creación de planes, marcos de acción y 
marco jurídicos para la respuesta local y, en caso de ser 
necesario, permitir la solicitud y recepción de la asisten-
cia humanitaria. 

Por otro lado, en las Américas se ha documentado 
casos en que los países carecen de sistemas de seguridad 
social con capacidad para hacer frente a emergencias por 
desastres.80 Se trata de sistemas de seguridad social que 
recientemente han ampliado su cobertura por medio del 
gasto social no contributivo, en general sistemas jóve-
nes en proceso de desarrollo, fragmentados, con escasa 
disposición de recursos, además de estar principalmen-
te focalizados a paliar la pobreza y la pobreza extrema. 
Esto restringe los alcances de la seguridad social frente 
a riesgos sociales derivados del cambio climático. Es así 
que el Protocolo de Desastres, en especial esta sección, 
pretende ser un primer acercamiento para estos sistemas 
de seguridad social respecto a la creación y fortalecimien-
to de capacidades institucionales de frente a este tipo de 
contingencias sociales.

80 R. Beazly, op. cit. Caso de estudio: El Salvador, 2018; R. Beazly, R., Pro-
tección social reactiva frente a emergencias en América Latina y el Cari-
be. Caso de estudio: República Dominicana, Oxford Policy Management, 
Oxford; y A. Solórzano, Protección social reactiva frente a emergencias 
en América Latina y el Caribe. Caso de estudio: Guatemala, Oxford Poli-
cy Management, Oxford.



47

Plan de Continuidad 
de Operaciones

En caso de desastres, gran parte del aparato institucio-
nal del sistema de seguridad social puede verse afectado 
en sus instalaciones y operaciones, por lo que se requie-
re contar con procedimientos que permitan a corto plazo 
garantizar su funcionamiento y restablecer con normali-
dad sus operaciones, principalmente de las instituciones 
encargadas de atención médica. Para realizar un plan de 
este tipo es indispensable tener en cuenta el marco legal 
de las instancias de Protección Civil correspondientes a 
cada país. Además, se recomienda que el plan esté acom-
pañado de capacitación y ejecución de simulacros mul-
tiamenaza para corroborar su efectividad y actualizarlo 
cuantas veces sea necesario. 

En la elaboración del Plan de Continuidad de Ope-
raciones es necesario prever qué instituciones y, especí-
ficamente, detectar qué áreas de las instituciones reali-
zan actividades sustantivas que abonan a garantizar el 
bienestar de las personas y comunidades afectadas con 
la finalidad de establecer planes para que continúen ope-
rando y simultáneamente trabajen para normalizar sus 
actividades.

	 Por actividades sustantivas nos referimos a aque-
llas que están relacionadas con los servicios de emergen-
cia dirigidos a salvaguardar la vida e integridad física de 
las personas, la salud, el patrimonio y el orden social. En 
el caso de los sistemas de seguridad social, se tiene que 
los servicios de salud están estrechamente vinculados a 
este tipo, lo que implica el contacto directo con la pobla-
ción y comunidades durante desastres. 
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	 En general, los sistemas de seguridad social han 
creado dos tipos de instituciones: 1) de prestación de 
servicios de salud y 2) de previsión social. El primer tipo 
de instituciones otorgan beneficios de manera directa a 
las personas que se enfrentan a contingencias sociales, 
mientras que en el segundo tipo de instituciones los be-
neficios son otorgados de manera indirecta, por medio de 
acciones de gestión para que otra institución —pública o 
privada— con la que se tiene previo convenio, brinde el 
beneficio correspondiente a la población.

A pesar de que las instituciones otorguen beneficios 
de manera indirecta a las personas afectadas por medio 
de acciones de gestión, es decir, que no sean prestadoras 
directas de servicios, éstas deben tener a la mano infor-
mación confiable, actualizada y oportuna, en tiempo real, 
sobre los registros de los beneficiarios de los programas, 
transferencias y servicios provenientes de la seguridad 
social, que en ocasiones pueden brindar información de-
tallada sobre las personas damnificadas/afectadas. Esto 
es fundamental para la respuesta ante desastres al tener 
en cuenta que entre más pronto se actúe, la recuperación 
de las personas y las comunidades frente a los efectos ad-
versos puede llevarse en periodos más cortos.

Las instituciones prestadoras de servicios de sa-
lud abonan principalmente a salvar vidas y a recuperar 
el bienestar de las personas que resultan heridas por de-
sastres. El perfil de estas instituciones permite responder 
ante emergencias con la finalidad de recuperar y reha-
bilitar la salud de las personas en forma ambulatoria o 
internamiento, según la situación de los heridos, de las 
instalaciones y los equipos médicos. Por lo que es impres-
cindible detectar las áreas de las instituciones de salud 
que deben permanecer en operación en condiciones de 
emergencia, es decir, durante desastres, en las primeras 
horas de haber ocurrido y en las horas subsecuentes.
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	 Las instituciones prestadoras de servicios de sa-
lud necesitan un plan de continuidad de operaciones que 
priorice tres funciones primordiales: 

 
*	 Minimizar la necesidad de toma de decisiones 

durante una crisis; 
*	 La definición de alternativas para la continuidad 

de servicios críticos; y 
*	 La definición de prioridades y marcos de refe-

rencia de tiempo.

En este sentido, los planes de continuidad de ope-
raciones deberán considerar la sucesión de mando, es 
decir, quién llevará el liderazgo en el momento de cri-
sis para tomar las decisiones. En principio, es necesario 
definir la figura que se encargará de dirigir y resolver la 
situación, ya sea una persona que debido a su experien-
cia resulte la más idónea para hacer frente a la toma de 
decisiones, o un comité integrado por personas expertas 
que sean parte de áreas estratégicas en la prestación de 
servicios de salud. En cualquiera de los casos es necesario 
formalizar la sucesión de mando, así como la definición 
de suplentes que dependerá del número de áreas que rea-
lizan actividades sustantivas en la institución.

Otro elemento importante a considerar en la conti-
nuidad de operaciones es el establecimiento de sedes al-
ternas. Como se ha señalado en apartados anteriores, los 
desastres son una disrupción grave del funcionamiento 
de una comunidad o sociedad que puede ocasionar daños 
graves en la infraestructura y equipamiento de los sis-
temas de la seguridad social. Por esto, se recomienda la 
elección de sedes alternas a partir de evaluar la seguridad 
de las posibles instalaciones e infraestructura a disponer, 
además de evaluar el cumplimiento de los requisitos téc-
nicos y los servicios de comunicación que son fundamen-
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tales para una coordinación eficiente. También es impor-
tante valorar la viabilidad de adecuar las instalaciones de 
las sedes alternas a la operación de las actividades sustan-
tivas de las áreas, a partir de prever los insumos necesa-
rios y suficientes para el desempeño de dichas actividades. 
Además de considerar escenarios multiamenaza en que el 
periodo de normalización de las operaciones se prolongue. 

Se recomienda que cada una de las áreas identi-
ficadas con actividades sustantivas realice una planea-
ción respecto a las acciones que debe realizar en caso 
de desastres referida a: 1) Procesos críticos, 2) Acti-
vidades técnicas, y 3) Tarjetas de acción. Para mues-
tra, las instituciones prestadoras de servicios de salud 
suelen contar con procesos críticos ya que, en caso de 
interrumpirse la atención médica se generan impactos 
negativos en la sociedad. Es así que este tipo de insti-
tuciones debe diferenciar entre procesos críticos y pro-
cesos que no son primordiales en situaciones de emer-
gencias por desastres, de tal forma que las personas, los 
recursos y las acciones puedan dirigirse adecuadamente 
a las prioridades. Dentro de este tipo de instituciones es 
posible identificar una lista de procesos que en caso de 
suspenderse se afecta a ciertas áreas o a la institución 
en general. Por consiguiente, es necesario contar con un 
grupo de trabajo capacitado para identificar los proce-
sos críticos y sus posibles efectos perjudiciales en caso 
de interrupción o suspensión. 

A su vez, las actividades técnicas están relaciona-
das con los procesos críticos identificados. Éstas consis-
ten en una serie de acciones necesarias para garantizar la 
continuidad de las operaciones basadas en los procesos 
fundamentales para resguardar la vida e integridad de 
las personas en caso de desastres. El ejemplo más común 
corresponde a las instituciones prestadoras de servicios 
de salud al aumentar la capacidad del área de urgencias o 



51

quirúrgica, según sea necesario, lo que conlleva a suspen-
der y modificar las actividades programadas, así como 
los espacios dispuestos para la atención médica, es decir, 
adecuaciones técnicas para garantizar la ejecución de los 
procesos críticos. En cuanto a las tarjetas de acción, és-
tas son de utilidad para una respuesta eficaz, eficiente y 
oportuna a partir de las actividades al interior de cada 
una de las áreas de las instituciones. Permiten que las 
personas a cargo realicen acciones preestablecidas dife-
renciadas por los periodos de la emergencia derivada del 
desastre. Por ejemplo, se define qué acciones deben rea-
lizar durante las primeras horas de ocurrido el desastre, 
así como en las horas subsecuentes. 

En resumen, el Plan de Continuidad de Operacio-
nes es fundamental para definir las acciones de coordina-
ción al interior de las instituciones de la seguridad social. 
El primer paso para la coordinación interinstitucional e 
intersectorial, es la que se hace al interior de la propia 
institución para la detección de los procesos críticos a 
mantenerse durante desastres. Es así que la institución y 
cada una de sus áreas debe preguntarse ¿la interrupción 
de actividades repercute en salvaguardar la vida e integri-
dad física de los miembros de la comunidad en caso de de-
sastres?, ¿la institución o área cuenta con información de 
utilidad para la toma de decisiones en caso de desastres? 

Decisivamente, los sistemas de seguridad social re-
quieren definir las estrategias y los instrumentos propios 
para asegurar la continuidad de operaciones de sus ins-
tituciones que brindan atención primaria y que cuentan 
con información crucial para la toma de decisiones en 
caso de desastres, con base en la elaboración de un Plan 
de Continuidad de Operaciones, identificación de pro-
cesos críticos y elaboración de tarjetas de acción, con la 
finalidad de garantizar que la respuesta sea acorde a la si-
tuación según el momento de la emergencia por desastre.
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Centro Virtual de Operaciones
 
En las Américas, las experiencias que se tienen de contri-
bución de los sistemas de seguridad social a la construc-
ción y fortalecimiento de la resiliencia ante desastres re-
velan la importancia de contar con información confiable, 
oportuna y actualizada para la toma de decisiones.81 Re-
sulta fundamental la generación y comunicación de infor-
mación sobre las personas damnificadas por desastres, 
así como de los beneficiarios de los programas sociales 
de la seguridad social para la gestión de la reducción del 
riesgo de desastres.

En este sentido, la propuesta de un Centro Virtual 
de Operaciones consiste en la preparación de una herra-
mienta informática que facilita afrontar los efectos adver-
sos de los desastres por medio de la coordinación y co-
municación directa en el ámbito institucional, sectorial y 
territorial. Fortalece la rectoría del Estado entorno a res-
guardar a la población en caso de desastres. Tiene el po-
tencial de operar en cada una de las etapas de gestión del 
riesgo de desastres con un despliegue especial en la etapa 
de respuesta, ya que facilita la comunicación en tiempo 
real entre los diferentes niveles institucionales —coordi-
nación y comunicación intrainstitucional—, los diferen-
tes sectores —coordinación y comunicación intersecto-
rial— y diferentes espacios geográficos —coordinación y 
comunicación desde el lugar en que ocurre el desastre—. 

Esta propuesta está basada en el modelo de coordi-
nación y comunicación del Centro Virtual de Operaciones 
ante Emergencias y Desastres (cvoed) a cargo de la Divi-

81 R. Beazly, op. cit., Caso de estudio: Ecuador.



53

sión de Proyectos Especiales en Salud (dpes) del Instituto 
Mexicano de Seguridad Social (imss). El cvoed tiene por 
objetivo coordinar las acciones y la toma de decisiones 
para una respuesta rápida, eficiente y acorde a cada situa-
ción, a fin de disminuir víctimas, reducir costos y re-en-
cauzar el estado de normalidad.82 Aunque su misión está 
delimitada a emergencias y desastres que afectan las Uni-
dades Operativas del imss, la herramienta tiene el poten-
cial de hacer frente a los desastres en otras instituciones 
vinculadas desde la seguridad social ante emergencias. 
Para muestra, el cvoed ha sido aceptado y utilizado por 
la Cruz Roja Mexicana, diversas instituciones públicas de 
salud en el país y ha sido aceptado como un concepto in-
novador a nivel mundial por la comunidad científica de 
la Asociación de Medicina de Emergencias y Desastres.83 

Este sistema informático ha demostrado ser fun-
cional en el monitoreo, preparación y respuesta ante de-
sastres originados por terremotos, huracanes, inundacio-
nes, amenazas de bomba, violencia humana, incendios, 
explosiones y crisis sanitario-ecológicas.84 El cvoed tiene 
operando diez años en los que se ha acumulado una am-
plia experiencia en la atención y gestión de más de 3,200 
eventos adversos en México, de los cuales destacan ame-
nazas geológicas como los terremotos, en los que se re-
quiere una respuesta inmediata. 

A su vez, la ciss considera acertado que estos sis-
temas informáticos estén a cargo de las instituciones de 
la seguridad social que prestan servicios de salud debido 

82 G. Arreola, S. Cabello y R. Cruz, El Centro Virtual de Operaciones en 
Emergencias y Desastres, ciss, Ciudad de México, 2019.
83 El sistema informático fue presentado en el 18º Congreso Mundial 
de la Asociación de Medicina de Emergencias y Desastres (WADEM 
por sus siglas en inglés) en mayo de 2013 en Manchester Inglaterra.
84 Ídem.
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a su experiencia para enfrentar emergencias. Recorde-
mos que la Organización Panamericana de la Salud desde 
1970 ha promovido la conformación de Centros de Ope-
raciones de Emergencias (coe) a lo largo del hemisferio 
americano para monitorear, analizar y priorizar informa-
ción sobre crisis de salud o desastres y responder opor-
tunamente.

Entre las ventajas informáticas, se destaca que la im-
plementación de un cvo permite operar tanto en internet 
como en intranet, es decir, en la red interna de las institu-
ciones de seguridad social. A su vez, se puede tener acceso 
al portal desde cualquier dispositivo electrónico con servi-
cio de wifi o datos móviles, lo que facilita la comunicación 
sin que la localización geográfica sea una barrera. Además, 
se basa en el uso de redes sociales y de la web 2.0 que faci-
lita la interacción de los usuarios por medio de crear con-
tenidos. Se basa en herramientas para facilitar la respuesta 
institucional por medio de un “notificador de emergen-
cias”, un “mensajero en vivo”, además de “redes sociales”, lo 
que facilita la comunicación en tiempo real. 

En cuanto a las ventajas operativas, se tiene que no 
requiere de un área física, a la vez que favorece la crea-
ción de salas de situación con mínimos requisitos, lo que 
evita costos de operación extraordinarios. En cuanto a 
ventajas para fortalecer las capacidades institucionales, 
se tiene que apoyar a la toma de decisiones de los Comités 
de Operación de Emergencia (coe), adscritos al sistema 
de salud de cada país, además de ayudar a la continuidad 
de operaciones de las instituciones de la seguridad social 
y retornar a la normalidad en menor tiempo gracias a la 
comunicación constante y oportuna. Además, una herra-
mienta de estas características permite fortalecer los pla-
nes institucionales ante desastres y brindar diagnósticos 
e información oportuna para la toma de decisiones por 
parte de los gobiernos centrales.
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Etapa de respuesta 

El cvo es un potente instrumento de comunicación al re-
cibir y procesar información institucional desde el lugar 
en que ocurren los desastres. Durante la etapa de res-
puesta es necesario identificar qué tipo de información 
es necesario generar y comunicar con base en el periodo 
de la situación de emergencia o crisis. La etapa de res-
puesta se centra en atender las necesidades inmediatas. 
Es esencialmente una etapa de corto plazo en la que se 
distinguen dos periodos: 1) las primeras horas de ocurri-
do el desastre, y 2) las horas subsecuentes. 

Durante las primeras horas de ocurrido el desastre 
impera el caos, existe desinformación de la gravedad de 
la situación, de la localización geográfica precisa donde se 
requiere de los servicios de emergencia, de cuántas per-
sonas heridas se tienen, etcétera. El cvo puede ayudar al 
restablecimiento del orden en este momento tan delicado 
por medio de generar, procesar y comunicar información 
pertinente para resguardar la vida e integridad de los 
miembros de la sociedad. 

La información más oportuna en este periodo co-
rresponde al monitoreo de los recursos institucionales 
disponibles durante la crisis, principalmente referidos a 
la prestación de los servicios de salud. Por ejemplo, el nú-
mero de camas disponibles por unidad médica, así como 
el tipo de servicios médicos disponibles —paramédicos, 
traumatológicos, quirúrgicos y psicológicos— por unidad 
médica con la finalidad de ubicar a los pacientes y per-
sonas heridas en unidad médica adecuada, para lo cual 
debe contar con un módulo de directorios que contiene 
domicilio, teléfonos y correos electrónicos de las áreas 
médicas, autoridades de enlace. 
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Por tanto, con el monitoreo de los recursos ins-
titucionales se puede determinar la capacidad de res-
puesta de los servicios de salud durante la situación de 
emergencia y dirigirlos hacia las necesidades urgentes y 
específicas. De hecho, se tiene el potencial de generar in-
formación más detallada como el número de ambulancias 
disponibles, de rayos X, bancos de sangre, etcétera.

Durante las horas subsecuentes del desastre se co-
mienza a generar información desde la fuente primaria 
donde ocurrió el desastre, por lo que el cvo ha de centrar-
se en el procesamiento de mucha más información que la 
que refiere a la capacidad de respuesta de los servicios de 
salud. Parte de la información esencial en este periodo co-
rresponde a la identificación de las víctimas. Los servicios 
de salud, a la par que actualizan mediante reportes cons-
tantes la capacidad de respuesta de la institución, tienen 
el potencial de registrar los ingresos y generar un censo 
de pacientes85 con información personal básica desde 
nombre, características físicas y señales particulares que 
permitan la identificación de víctimas, entre ellas per-
sonas desaparecidas, así como las afectaciones o daños 
presentados en cada una de ellas, incluso vinculándose 
a las transferencias y servicios de la seguridad social que 
tendrán que ser provistos bajo el esquema de verticalidad 
y horizontalidad para la atención de la población después 
de los momentos críticos.

Los registros de personas atendidas mediante ser-
vicios de salud son insumos importantes para las accio-
nes futuras de recuperación y rehabilitación del bienes-
tar, ya que representan un primer listado de personas 

85 El censo de pacientes debe ser parte de las actividades contempla-
das en las tarjetas de acción del área correspondiente, especificando el 
tipo de información básica que debe registrarse.
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que monitorear en el mediano y largo plazo por medio 
de transferencia y servicios. Por ejemplo, la identificación 
de personas afectadas en su salud de manera tal que re-
sulten imposibilitadas para trabajar; así como personas 
con lesiones que ameriten atención médica prolongada, 
es decir, servicios de salud por medio de programas de 
la seguridad social; personas heridas debido al derrumbe 
de sus viviendas, lo cual revela la necesidad de progra-
mas específicos de reconstrucción de zonas habitacio-
nales. Por ello, se recomienda que los servicios de salud 
cuenten con un formulario básico para la recopilación de 
información conjunta al censo de pacientes, que también 
sea procesada en el cvo, con la finalidad de facilitar la 
coordinación interinstitucional y sectorial. 

Dentro del esquema de información que se genera 
desde el cvo, las instituciones de seguridad social loca-
lizadas geográficamente en el sitio del desastre deberán 
notificarlo en el sistema informático, mediante la función 
del notificador de emergencia, la ocurrencia del desas-
tre, siempre especificando la clasificación del desastre, 
por ejemplo: 

*	 Desastres Tipo 1. Desastres en pequeña escala. 
Se requiere de la coordinación entre varias insti-
tuciones de la seguridad social y de los servicios 
de emergencia para mantener el bienestar de las 
personas y comunidades afectadas. 

*	 Desastres Tipo 2. Desastres en gran escala. Se 
requiere de la coordinación de múltiples insti-
tuciones en diferentes niveles de gobierno, sec-
tores y actores para hacer frente a la emergencia 
y mantener el bienestar de las personas y comu-
nidades afectadas.
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En la clasificación del desastre deberá considerarse 
también la clasificación del tipo de amenaza por origen, 
ya sea geológico, químico-tecnológicos, hidrometeoro-
lógicos y sanitario-ecológico. Por un lado, esta informa-
ción será básica para el despliegue de los servicios de 
emergencia durante la respuesta, así como las acciones 
futuras durante la etapa de recuperación. Por el otro 
lado, el registro y clasificación de la emergencia abona 
al récord estadístico del sistema además que permite 
sistematizar la experiencia, lo que favorece mejorar las 
acciones de respuesta a futuro. 

Igualmente, para la etapa de respuesta resultan 
fundamentales las acciones de coordinación, por lo que 
es necesario establecer de manera previa, en la etapa de 
preparación, cuál es el área y la autoridad responsable 
de notificar la emergencia por desastre. Asimismo, es 
necesario designar a las personas responsables y el 
momento a partir del cual debe iniciarse con la tarea 
de generar la información esencial arriba mencionada, 
nos referimos al censo de pacientes y a la actualización 
de la capacidad de respuesta de los servicios de salud, 
incluyendo la periodicidad de las actualizaciones. Todo 
esto a partir de utilizar el módulo de respuesta del cvo. 

Además, es importante designar a la autoridad 
responsable de responder las solicitudes de información 
del Gobierno central, con base en la información 
generada en el cvo. Preferentemente esta autoridad será 
responsable de dar seguimiento a las solicitudes durante 
las etapas de gestión posteriores, es decir, la recuperación 
y rehabilitación. 

Es pertinente aclarar que en la sección anterior re-
ferida al Plan de Continuidad de Operaciones, así como 
en la sección actual, referida notificar la emergencia en el 
cvo, generar un censo de pacientes y un primer registro 
de las necesidades de la población son acciones concen-



59

tradas en la atención a la salud, debido a que ésta repre-
senta el servicio prioritario y la primera respuesta en caso 
de desastres. Asimismo, la coordinación se ha centrado 
en el ámbito intrainstitucional (ver anexo 1) del sector sa-
lud. Sin embargo, durante la etapa de respuesta se requie-
re tomar otras medidas que implican necesariamente la 
coordinación interinstitucional e intersectorial (ver ane-
xo 2). Por ejemplo, la Asamblea General de Naciones Uni-
das señala que algunas otras medidas de respuesta son el 
suministro de vivienda temporal y el abastecimiento de 
agua86 para lo cual, se hace necesario la coordinación con 
instituciones, sectores y actores pertinentes, por ejem-
plo, instituciones proveedoras de servicios públicos, el 
ministerio de gobierno encargado de la gestión del agua 
potable y saneamiento, así como la autoridad de gobierno 
del nivel correspondiente al territorio donde se suscita el 
desastre.

Algunos ejemplos de instituciones con las que las 
instituciones de la seguridad social se pueden coordinar 
para esto son: 

*	 Servicios Meteorológicos e Hidrológicos Nacio-
nales (sismológicos, geofísicos, entre otros) 

*	 Autoridades gubernamentales de nivel munici-
pal y estatal/provincias y cantones

*	 Cuerpos de Atención a Emergencias (Bomberos, 
Protección Civil, Cruz Roja, entre otros)

*	 Defensa y Fuerzas Armadas 
*	 Proveedores de Servicios Públicos (Agua, Ener-

gía Eléctrica, Drenaje y Saneamiento, entre 
otros)

86 Asamblea General onu, 2016. Reporte A/71/644.
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*	 Proveedores Institucionales (Alimentos, Medi-
camentos, Equipos y Mobiliario, entre otros)

*	 Cuerpos de Seguridad Pública 
*	 Instituciones médicas (públicas y privadas)
*	 Secretarías y Ministerios de Gobierno central
*	 Transportes
*	 Organizaciones sociales y académicas

	
Es conveniente realizar esquemas organizacionales 

por instituciones, por sectores y por actores clave en es-
cenarios multiamenaza, en los que se destaquen de ma-
nera concisa y breve las funciones a realizar en conjunto 
durante la respuesta para resguardar la vida e integridad 
de las personas durante desastres. Si bien el Marco de 
Sendai 2015-2030 determina que los Estados tienen la 
responsabilidad general de reducir el riesgo de desastres, 
los actores no estatales comparten dicha responsabilidad 
por lo que se requiere de su compromiso, voluntad, co-
nocimiento y experiencia, así como múltiples recursos. 
Dicha participación debe estar plasmada en los marcos 
legales y planes de respuesta.87 

Una base sólida para el despliegue de las acciones 
correspondientes son los Perfiles de Riesgo de Desastres88 
—regional, nacional o local— ya que, permiten identificar 

87 Prioridad 4 del Marco de Sendai “Aumentar la preparación para ca-
sos de desastre a fin de dar una respuesta eficaz y “reconstruir mejor” 
en los ámbitos de la recuperación, la rehabilitación y la reconstrucción”.
88 La generación de estos estudios son parte de la responsabilidad del 
Estado para garantizar el bienestar de los miembros de la sociedad en 
caso de desastres, que pueden realizar en convenio con Organizacio-
nes Internacionales, académicas y especialistas en el tema. A su vez, 
la participación social es una pieza clave en la definición de dichos 
perfiles ya que, los habitantes de las localidades tienen conocimiento 
de los riesgos de desastres en sus comunidades. En muchos casos la 
población identifica con precisión las amenazas latentes.
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factores de riesgo desde las primeras etapas de gestión. 
A su vez, es pertinente que las acciones de coordinación 
interinstitucional e intersectorial estén establecidas para 
cada una de las etapas de gestión, no sólo para la respues-
ta, con la finalidad de facilitar la efectividad de las accio-
nes correspondientes e identificar las capacidades de 
afrontamiento por sector, institución e incluso por insta-
laciones e infraestructura institucional, como lo muestra 
el ejemplo del cuadro siguiente. 
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La ficha del Cuadro 2 se propone como un primer 
ejercicio de identificación de factores de riesgo como eje 
el articulador de las acciones de coordinación, que pos-
teriormente pueden ser comparadas y complementadas 
con las acciones a cargo de otras instituciones, sectores y 
actores con responsabilidad en el tema de desastres. A su 
vez, la ventaja de identificar la exposición por amenaza 
es que hace referencia a un territorio acotado, lo mismo 
en el caso de la vulnerabilidad que se delimita por grupos 
sociales, lo cual facilita priorizar acciones de gestión del 
riesgo. 

La incorporación de la seguridad social a la gestión 
del riesgo de desastres representa una oportunidad para 
evaluar la actual coordinación de las instituciones, secto-
res y actores en las Américas. Como ya se ha señalado, 
las acciones no deben duplicarse sino complementar-
se para llegar a diferentes grupos sociales de múltiples 
condiciones etarias, económicas, educativas, de discapa-
cidad, género o étnico-raciales por medio de la entrega 
de transferencias y servicios. Es así que la seguridad 
social en coordinación interinstitucional e intersectorial 
es clave en las acciones de respuesta ante desastres dado 
que refuerza la resiliencia de las personas y comunidades. 

Parte de la coordinación intersectorial fundamental 
de la seguridad social es la correspondiente con los Servi-
cios Meteorológicos e Hidrológicos nacionales y regiona-
les. Las tormentas e inundaciones provocan el mayor nú-
mero de personas afectadas en las Américas. En este caso, 
es preciso que el cvo reciba información de la trayectoria 
y evolución de los eventos por tipo de amenaza, por ejem-
plo, los fenómenos hidrometeorológicos durante las tem-
poradas de huracanes. Por esta razón es conveniente que 
el coordinador al frente del cvo monitoree los diferentes 
tipos de amenazas en tiempo real, realice reportes con-
cretos y los ingrese al sistema informático para poner en 
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alerta a las instituciones, sectores y múltiples actores en 
caso de una situación de emergencia. 

 La coordinación de las instituciones de la seguri-
dad social con las instituciones, sectores y actores per-
tinentes puede mantenerse en el mediano y largo plazo 
ya que, las acciones de la etapa de respuesta no logran 
diferenciarse tan fácilmente de las acciones de la etapa de 
recuperación. Sin embargo, cuánto mejor son las acciones 
de la etapa de gestión previa a la respuesta, es decir, du-
rante la preparación, se espera un nivel satisfactorio de la 
capacidad de respuesta institucional durante desastres. 

Participación social

La sociedad tiene siempre una participación activa en 
situaciones de emergencia, lo que demuestra la solidari-
dad como un principio articulador de las sociedades en 
las Américas en caso de desastres. La solidaridad conjuga 
elementos básicos del tejido social como el altruismo y la 
responsabilidad en momentos de emergencia, en los cua-
les la ayuda mutua permite limitar el impacto de los ries-
gos latentes.89 Para muestra, la comunidad internacional 
a través de la Cruz Roja y la Media Luna Roja han desa-
rrollado una labor crucial para enfrentar emergencias 
por conflictos armados y desastres con base en la partici-
pación de personas voluntarias que realizan una serie de 
labores de manera comprometida, libre y desinteresada. 
También se cuenta con experiencias nacionales de ges-
tión del riesgo de desastres en que la participación social 
es un pilar en las actividades de resguardo de la vida de 

89 P. Spicker, op. cit..
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los miembros de la comunidad90 que, en coordinación con 
las autoridades de los diferentes niveles de gobierno, así 
como con instituciones de servicios de emergencia han 
logrado sensibilizar a la población y mejorado su capaci-
dad de afrontamiento ante desastres.

El Marco de Sendai 2015-2030 considera funda-
mental la participación de los diferentes sectores sociales 
en la etapa de reconstrucción, asimismo la participación 
de las personas con discapacidad en la elaboración de pla-
nes para la gestión sus riesgos particulares. Es cierto que 
después de ocurrido los desastres existe la oportunidad 
de evaluar las acciones de respuesta y de recuperación 
con la finalidad de eliminar y mitigar riesgos residuales, 
es así que la orientación pragmática de los sectores de la 
sociedad es de utilidad en la elaboración de planes y mar-
co normativos. En el caso de la integración de las perso-
nas con discapacidad permite evaluar los riesgos desde 
perspectivas distintas a las habituales. Sin embargo, en la 
realidad la participación social es mucho más propositi-
va, por lo que reducirla a colaborar en planes y marcos 
normativos hace que se pierda un valioso activo ante de-
sastres en cada una de las etapas de gestión, que se des-
cribieron en el Capítulo 1.

La ciss propone un modelo de seguridad social que 
haga frente al riesgo de desastres con base en la coordi-
nación institucional que implica también la participación 
de los diferentes sectores sociales. En general, la partici-
pación de toda persona miembro de la sociedad ya sea 
sociedad civil, voluntarios y organizaciones académicas, 
tiene la finalidad de contribuir al fortalecimiento de una 
cultura de prevención y, sobre todo, de corresponsabili-

90 Defensa Civil, La Defensa Civil Cubana, Casa Editorial Verde Olivo, La 
Habana, 2017.
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dad entorno a la reducción del riesgo de desastres. Las 
acciones de coordinación institucional pueden fortalecer 
la participación social. Por ejemplo, mediante la imple-
mentación de programas y talleres de sensibilización y 
capacitación ante emergencias91 con base en el trabajo 
conjunto de las instituciones de la seguridad social y Pro-
tección Civil, Cruz Roja, los Cuerpos de Seguridad Pública, 
entre otros. 

Siguiendo el caso cubano, los programas y talleres 
de capacitación que apuestan por una sociedad que cuen-
te con las habilidades para identificar peligros y amena-
zas, comunicar la situación local antes, durante y después 
de desastres, además de saber actuar para el resguardo 
de su vida y de los miembros de la comunidad, contribu-
ye a la reducción del riesgo de desastres. En principio se 
evita la pérdida de vidas humanas. Para muestra, a pesar 
de las pérdidas económicas derivadas de la intensidad de 
los ciclones tropicales que año con año golpean a Cuba, 
se ha logrado reducir el número de muertes humanas 
atribuidas a este tipo de desastres92 por medio de la im-
plementación de Puntos de Alerta Temprana (pat) que 

91 Los programas y talleres pueden definirse en torno a objetivos, al-
cances, temporalidad y colaboradores en las mesas temáticas que 
organice la ciss para discutir el presente documento, con base en las 
condiciones sociales, tecnológicas, ambientales y financieras de las 
subregiones en las Américas. 
92 De 20 ciclones tropicales que azotaron Cuba durante 1998 y 2008, 
14 alcanzaron la categoría de huracán, se tuvieron daños a infraestruc-
tura por 18 mil millones de dólares, además de un millón de viviendas 
afectadas, sin embargo, sólo se perdieron 35 vidas humanas. Para más 
información revisar J. Llanes, Cuba. Sistematización de los Centros de 
Gestión para la Reducción de Riesgo. Mejores prácticas en reducción de 
riesgo, Caribbean Risk Management Initiative, pnud, Cuba, 2010. Dis-
ponible en https://www.preventionweb.net/files/59362_sistematiza-
ciondeloscgrr.pdf
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son administrados por la sociedad civil en coordinación 
con Centros de Gestión que son subordinados a las Asam-
bleas Municipales. 

En este sentido, las instituciones de la seguridad so-
cial dentro de sus programas tienen el potencial de crear 
e impartir talleres y capacitaciones a sus beneficiarios en 
materia de desastres y conformar brigadas comunitarias 
de gestión del riesgo, siempre en coordinación con las 
instituciones, sectores y actores pertinentes. La seguri-
dad social tiene contacto con personas de distintas comu-
nidades que por sus condiciones socioeconómicas suelen 
encontrarse en situación de exposición y vulnerabilidad, 
es decir, en muchos casos se trata de la población objetivo 
para reducir y eliminar efectos adversos desproporciona-
dos por desastres. 

Es deseable que en las localidades se cuente con 
brigadas de participación social que de manera volunta-
ria y responsable identifiquen fuentes locales de riesgo 
en los asentamientos humanos y que consideren peligros 
multiamenaza,93 además de recibir capacitación para el 
uso del cvo vía Internet como una herramienta básica de 
comunicación entre la sociedad y las instituciones. La so-
ciedad por medio del cvo puede: 1) notificar emergencias 
y el uso de redes sociales, con la finalidad de activar la 
respuesta institucional; 2) comunicar la situación desde 
su ubicación, brindando actualizaciones. En este sentido, 
la información del cvo puede extenderse a la participa-
ción social y empoderar a las personas durante situacio-
nes de emergencia.

93 La información que se genere puede ser valiosa para la elaboración 
de los planes de respuesta multiamenaza, para los que la participación 
social es fundamental en conjunto con las instituciones correspon-
dientes, en este caso puede ser Protección Civil y Autoridades Munici-
pales/Provinciales/Cantón.
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La sociedad en general puede ingresar al sistema 
por medio de la Internet y reportar de manera anónima 
la situación de emergencia, especificando el tipo de ame-
naza por origen —geológico, químico-tecnológicos, hi-
drometeorológicos y sanitario-ecológico— y la localiza-
ción del desastre, a través del módulo de notificación de 
emergencias que, al ser habilitado desde internet cuenta 
con un diseño mucho más amigable e intuitivo para un 
público no especializado. 

A partir de la notificación de emergencia la coordi-
nación central del sistema informático realiza un trabajo 
inmediato de investigación con las instituciones y niveles 
de gobierno competentes para corroborar el desastre y 
activar las acciones de respuesta, una vez que fue valida-
da la existencia de la emergencia y su categoría. Se tiene 
en cuenta que el módulo de directorios del cvo contiene 
la información de contacto con las instituciones que par-
ticipan en la planeación de coordinación. 

A partir de la validación de la emergencia comienza 
la coordinación interinstitucional de la seguridad social 
con las instituciones correspondientes, según el tipo de 
desastre y el lugar de los hechos. Recordemos que no se 
trata de duplicar funciones por lo que, los Cuerpos de Se-
guridad Pública, Protección Civil y de Atención a Emer-
gencias locales serán los más apropiados para asistir de 
manera inmediata en la etapa de respuesta, mientras tan-
to las instituciones de la seguridad social prestadoras de 
servicios de salud están enteradas y cuentan con un plan 
de atención médica en caso de ser necesario. Una vez que 
las brigadas de participación social notifican la emergen-
cia, reportan también actualizaciones de la situación local 
por medio del módulo de redes sociales, información que 
la coordinación central del cvo evalúa, valida y sigue en 
tiempo real hasta que termine la emergencia.94 

94 Las notificaciones de emergencia por parte de las brigadas de parti-
cipación social, así como los reportes de actualizaciones por medio de 
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Pasada la etapa de respuesta, las instituciones de 
la seguridad social, en coordinación interinstitucional e 
intersectorial, brindan asistencia para la recuperación de 
las personas afectadas hasta la etapa de rehabilitación. Las 
brigadas de participación social pueden, a partir de su ac-
ción en el territorio, generar un listado de personas afec-
tadas y sus necesidades que es reportado en el cvo en el 
módulo de seguimiento de emergencias, esta informa-
ción tras ser cruzada con los datos recopilados durante la 
etapa de respuesta mediante el censo de pacientes, facilita 
la coordinación y focalización de transferencias y servicios.

La participación social es muy importante para la 
respuesta a desastres en pequeña escala que afectan úni-
camente a las comunidades locales. Regularmente este 
tipo de desastres no sean detectados por varias razones, 
entre ellas la propia dimensión a escala local favorece mi-
nimizar la magnitud de los efectos adversos, sobre todo si 
las autoridades locales no cuentan con canales de comu-
nicación efectiva con las autoridades de los otros niveles 
de gobierno. También puede deberse a la falta de unida-
des de la seguridad social en ese espacio geográfico que 
reporten el desastre. Otro factor es el origen de la amena-
za, por ejemplo, los desastres por amenazas tecnológicas 
para los cuáles no existe un monitoreo.95

El afrontamiento de desastres en pequeña escala 
está en función de dos factores cruciales como son la ca-

redes sociales son de utilidad para dirigir la asistencia de la seguridad 
social en la etapa de respuesta como en la de recuperación. 
95 Los desastres con mayor ocurrencia en las Américas son por ame-
naza de origen humano, como es el caso de los desastres tecnológicos. 
Para el periodo 1960-2018 se tiene un total de 1,341 desastres tec-
nológicos, cifra que supera el número de desastres por tormentas, así 
como el de inundaciones, según el EM-DAT. Sin embargo, las estrate-
gias e instrumentos para afrontar los efectos adversos de los desastres 
no suelen considerar las amenazas tecnológicas.
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pacidad institucional y la voluntad política. Por un lado, la 
escasa capacidad institucional está relacionada a la falta de 
instrumentos que activen las acciones de respuesta. Por 
ejemplo, las Declaratorias de Emergencia permiten dirigir 
la asistencia en un territorio específico suelen utilizarse 
únicamente en situaciones de disrupción de gran escala. 
Por otro lado, la falta de voluntad política para activar ac-
ciones de respuesta ante desastres de pequeña escala está 
relacionada con la decisión de no develar posibles irre-
gularidades en la gestión gubernamental, así como en la 
regulación de actividades peligrosas. Sobre todo, aquellas 
que están relacionadas a las actividades productivas de 
corte extractivista que requieren una regulación técnica y 
ambiental muy rigurosa para evitar desastres. 

Tal es el caso de la minería, actividad extendida a 
lo largo de las Américas96 y que representa riesgos desde 
la fase de exploración hasta la fase de cierre y remedia-
ción.97 La minería propicia la deforestación y, por ende, la 
erosión y la eliminación de la capa superficial del suelo, lo 
que favorece a las inundaciones y los deslaves de tierra. 
La perturbación del suelo genera un deterioro de áreas 
agrícolas aledañas, que incide en la reducción de prác-
ticas de agricultura de autoconsumo que son esenciales 
conservar para mitigar los efectos adversos de los de-
sastres de larga duración como es el caso de las sequías. 

96 A. Bárcena, Estado de situación de la minería en América Latina y 
el Caribe: desafíos, oportunidades para un desarrollo más sostenible, IX 
Conferencia de Ministerios de las Américas, Lima, 2018. Disponible en 
https://www.cepal.org/sites/default/files/presentation/files/181116_
extendidafinalconferencia_a_los_ministros_mineria_lima.pdf
97 Z. Martínez, (2003). Guías prácticas para situaciones específicas: ma-
nejo de riesgos y preparación para respuestas a emergencias mineras, 
Serie Recursos Naturales e Infraestructura, núm. 57, cepal, Santiago 
de Chile, 2003. 
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Asimismo, la minería a cielo abierto propicia la desertifi-
cación, además de accidentes de derrame de productos 
peligrosos y aguas ácidas. Por lo que se requiere de estra-
tegias e instrumentos para afrontar posibles desastres, 
además de voluntad política para priorizar el bienestar 
personal y social en este tipo de desastres. En estos casos 
la participación social puede abonar a reducir y mitigar 
los efectos adversos de los desastres.

Recuperación del bienestar 

La etapa de recuperación hace referencia al restableci-
miento o mejora de los medios de vida y la salud, así como 
de los bienes, sistemas y actividades económicas, físicas, 
sociales, culturales y ambientales de una comunidad o so-
ciedad afectada por un desastre.98 Regularmente la etapa 
de recuperación está muy relacionada con la etapa de la 
respuesta por lo que, no es sencillo diferenciar cuando 
termina la respuesta e inicia la recuperación.

Desde la presente propuesta de seguridad social 
con capacidad para hacer frente a emergencias por de-
sastres, se considera que la etapa de recuperación inicia 
en el momento en que la vida de las personas deja de 
estar en peligro por la amenaza que dio origen al desas-
tre y además, se cuenta con información generada desde 
fuentes primarias que permite tener un panorama de las 
afectaciones así como de las necesidades de la población 
en materia de alimentos, servicios sociales básicos como 
agua, saneamiento, transporte, viviendas, asistencia mé-
dica física y psicológica, entre otros. Se considera que la 
recuperación del bienestar descansa en dos pilares:

98 Asamblea General onu, 2016. Reporte A/71/644.



72

*	 Planes multiamenaza
*	 Registro de personas damnificadas y beneficia-

rias de programas sociales

Durante la etapa de respuesta, el cvo permite guar-
dar el registro del tipo de desastre a partir de su clasifi-
cación respecto a escala —pequeña y grande— y el tipo 
de amenaza por origen —geológico, químico-tecnológico, 
hidrometeorológico y sanitario-ecológico— que, conse-
cuentemente son la base de las líneas de acción para el 
tipo de respuesta correspondiente. 

Tanto las acciones de la etapa de respuesta como 
de la etapa de recuperación están estrechamente vincu-
ladas a los planes multiamenaza que elaboran de manera 
conjunta las instituciones de la seguridad social con ins-
tituciones, sectores y actores con responsabilidad en la 
gestión del riesgo de desastres que además, son socializa-
dos y reciben retroalimentación de los sectores de la so-
ciedad, lo que conlleva el involucramiento de los grupos 
sociales propensos a los efectos adversos de los desastres 
de una manera desproporcionada. 

La finalidad de que las instituciones de la seguridad 
social participen en la elaboración de los planes multia-
menaza radica en la transversalización de la perspectiva 
del bienestar que favorece la implementación de mecanis-
mos solidarios que resguarden la integridad y la dignidad 
de la vida humana antes, durante y después de desastres. 
A su vez, los planes multiamenaza facilitan la identifica-
ción de las necesidades apremiantes de la población se-
gún el tipo de amenaza. En este sentido, resulta valioso 
identificar el tipo de afectaciones al bienestar que genera 
cada amenaza —una propuesta es clasificar las afectacio-
nes por número de pérdida de vidas humanas, número de 
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personas heridas y número de personas sin casa99— en el 
contexto de exposición y riesgo en distintas escalas terri-
toriales —nacional y subnacional100—. De esta manera, es 
posible anticiparse a las necesidades de la población para 
una pronta recuperación de su bienestar.

A su vez, las necesidades de las personas afectadas 
son suplidas de manera oportuna y eficiente en la me-
dida en que se generan registros de información de las 
personas damnificadas. Cuanto más detalla posible es la 
información de las personas afectadas, es decir, que haga 
referencia a sexo, edad, localización geográfica, condi-
ciones particulares de salud y de discapacidad, mejores 
serán los insumos para desplegar la asistencia por me-
dio de transferencias y servicios de la seguridad social. 
No obstante, lo esencial de los registros no siempre se 
cuenta con estrategias para su generación, en el mejor 
de los casos. Mientras que, en otras ocasiones la propia 
magnitud del desastre propicia que el caos impere por un 
periodo muy largo, dificultando así la generación de tales 
registros. Sea una u otra la situación que dificulte contar 
con los registros de las personas damnificadas, las insti-
tuciones de la seguridad social por medio de los registros 
de beneficiarios de los programas sociales pueden brin-
dar información de valiosa utilidad que puede cruzarse 
con la información generada por las instituciones presta-
dora de servicios de salud a partir de ingresos y egresos 
de pacientes. Información que se propone sea generada 
a la par de los censos de pacientes durante la etapa de 

99 Esta información es generada a nivel mundial por el Centro de In-
vestigación sobre Epidemiología de los Desastres (cred). Disponible 
en https://www.emdat.be/emdat_db
100 Esta información es generada a nivel mundial por el Comité Perma-
nente entre Organismos (iasc) por medio de informes de Índices para 
la gestión del riesgo. Disponible en http://www.inform-index.org
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respuesta (ver sección “Participación social”). El cruce 
de información de los registros facilita el seguimiento y 
atención a aquellas personas que más lo necesiten para la 
recuperación de su bienestar en diferentes ámbitos de la 
seguridad social. 

Los registros de beneficiarios contienen informa-
ción de las comunidades y grupos sociales propensos a 
los efectos adversos de los desastres de una manera des-
proporcionada. Regularmente los programas sociales es-
tán dirigidos a personas en situaciones de vulnerabilidad 
social, que es la que se espera resulte afectada por desas-
tres. Por lo que hacer uso de tales registros beneficia a 
determinar quién, dónde, cuántos y de qué tipo serán las 
transferencias y servicios otorgados por medio de la se-
guridad social, con el apoyo de otras instituciones con las 
que se comparte la responsabilidad ante desastres.

A su vez, los registros contienen información so-
cioeconómica valiosa para la toma de decisiones, desde 
las características de las viviendas, su localización geo-
gráfica, el número de personas por hogar, edad, nivel de 
escolaridad, situación conyugal, etcétera. La información 
permite diferenciar entre las personas que cuentan con 
la posibilidad para recuperarse por sus propios medios 
de aquellas para quiénes no es posible. Por lo cual resul-
ta conveniente considerar los padrones de los diferentes 
programas sociales y no centrarse únicamente en aque-
llos que hacen referencia a personas en condiciones de 
pobreza y pobreza extrema, al tener en cuenta que las 
personas que recién han mejorado sus condiciones so-
cioeconómicas y, por ende, han rebasado las líneas de 
pobreza, pueden ser más propensas a recaer en una si-
tuación de vulnerabilidad debido a los efectos adversos 
de los desastres. Es así que los registros de los programas 
sociales también son de utilidad para definir la duración 
de las transferencias y servicios. 
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En el caso de ser necesaria la asistencia externa por 
medio de la ayuda internacional, los registros de las per-
sonas damnificadas o en su caso, de los beneficiarios de 
los programas sociales, representan una poderosa herra-
mienta para su distribución de manera eficiente, lo que 
favorece la recuperación del bienestar de toda la comu-
nidad. 

En este sentido, para una pronta recuperación del 
bienestar es primordial la construcción de marcos nor-
mativos que favorezcan la coordinación intra e interins-
titucional de la seguridad social, así como su coordina-
ción intersectorial y con los actores clave, antes, durante 
y después de los desastres. Por un lado, los mecanismos 
legales pueden dar certidumbre entorno a la financiación 
e implementación del cvo, además de establecer los me-
canismos de colaboración para las acciones de respuesta 
y recuperación al mismo tiempo que brinda certeza en la 
continuidad del sistema informático, a pesar de que los 
escenarios políticos que conlleven cambiar en el organi-
grama de las instituciones. Es así que los marcos norma-
tivos favorecen el cumplimiento de los acuerdos para el 
bienestar personal y social, lo que incluye el buen mane-
jo de los datos personales contenidos en los registros de 
beneficiarios de los programas sociales de la seguridad 
social.

La etapa de respuesta puede durar varios años por 
lo que los sistemas de seguridad social deben estar pre-
parados para prolongar la asistencia de sus programas 
especiales ante desastres, preferentemente sin mermar 
las transferencias y servicios previos a la contingencia 
social, que puede apoyarse en la coordinación interinsti-
tucional para la distribución de la carga de transferencias 
y servicios a otras instituciones públicas y privadas siem-
pre bajo la regulación del Estado. La recuperación del 
bienestar de las personas afectadas implica un compro-
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miso regularmente de mediano plazo, según la severidad 
de los daños, de modo que en esta etapa la coordinación 
acompañada de acuerdos y marcos legales es igual de im-
portante que en la etapa de respuesta, bajo el entendido 
que la seguridad social busca proteger a los individuos y 
a las colectividades ante las contingencias de los riesgos 
sociales, es decir que, mientras las personas afectadas 
por los desastres se encuentren en situación de vulnera-
bilidad debido a disminuciones en su bienestar objetivo, 
el Estado, responsable del bienestar de los miembros de 
la sociedad, brindará transferencias y servicios por me-
dio de la seguridad social.

El cvo también puede ser de utilidad para esta eta-
pa ya que, debido a que es un sistema basado en recibir 
y procesar información, representa una herramienta 
potencial para reportar de manera constante las necesi-
dades a suplir, así como las ya cubiertas por cuadrantes 
georreferenciados. El cvo permite el uso de herramientas 
de información geográfica lo que facilita la planeación de 
la distribución de la asistencia. Asimismo, abre la posibi-
lidad de monitorear y dar seguimiento a los programas 
de transferencias y servicios especiales que se han imple-
mentado, con la finalidad de confirmar que la población 
objetivo ha sido beneficiada, además de evaluar que los 
programas estén contribuyendo al bienestar de las per-
sonas damnificadas. En este sentido, el cvo por medio de 
su acceso vía Internet puede hacer pública dicha infor-
mación, lo que facilitaría la transparencia de los recursos. 
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Etapa de 
Respuesta

Paso 1. Notificar la emergencia 
en el CVO

Paso 2. Activar Plan de Acción 
Institucional Multiamenaza

¿la interrupción de actividades 
repercute en salvaguardar la vida e 

integridad física de los miembros de 
la comunidad?

¿la institución o área cuenta con 
información de utilidad para la toma de 

decisiones en caso de desastres? 

SINO
SI NO

Paso 3. Activar 
Plan de 

Continuidad de 
Operaciones

Suspender 
actividades

Suspender 
actividades

Fuente: Elaboración propia con base en el Plan Institucional Frente a 
Emergencias y Desastres: Marco de Acción General. División de Pro-
yectos Especiales en Salud/Dirección de Prestaciones Médicas. imss 
(2016).

Anexo 1. Plan de 
respuesta intrainstitucional
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Anexo 2. Plan de respuesta 
interinstitucional e Intersectorial 

ETAPA DE RESPUESTA

Paso 1. Notificar la emergencia 
en el CVO

¿Quién notifica la 
emergencia?

Paso 2b. Activar 
Módulo Respuesta

Paso 2a. Verificar 
la emergencia por 

Coordinación 
Central del CVO

Monitorear 
recursos 

institucionales 
disponibles

Generar censo 
de ingreso y 

egreso de 
pacientes

Paso 3. Activar la 
coordinación 
intersectorial 

para asistir 
población 
afectada

Primeras 
horas

Horas 
subsecuentes

4b. Monitorear 
la situación por 
Redes Sociales

Insumos para Etapa de 
Recuperación y 
Rehabilitación

Paso 4a. Activar 
Módulo 

Seguimiento de 
Emergencias

Escala y 
OrigenCoordinación 

Central del 
CVO

Usuarios del 
CVO

Brigadas de 
Participación 

Social

Constante 
actualización

Listado 
personas 

afectadas y 
sus 

necesidadesCruce de 
información

Fuente: Elaboración propia con base en el Plan Institucional Frente a 
Emergencias y Desastres: Marco de Acción General. División de Pro-
yectos Especiales en Salud/Dirección de Prestaciones Médicas. imss 
(2016).
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Glosario
Amenaza. Proceso, fenómeno o actividad humana que 
puede ocasionar muertes, lesiones u otros efectos en la 
salud, daños a los bienes, disrupciones sociales y econó-
micas o daños ambientales. Asamblea General onu, 2016. 
Reporte A/71/644.

Amenaza de origen natural. Están asociadas predo-
minantemente a procesos y fenómenos naturales que 
pueden ser biológicos, climatológicos, geofísicos, hidro-
lógicos y meteorológicos. Asamblea General onu, 2016. 
Reporte A/71/644.

Amenaza de origen humano o antropogénico. Son in-
ducidas de forma total o predominante por las activida-
des y las decisiones humanas, por ejemplo, la acción hu-
mana que se relaciona con el aumento de la variabilidad 
climática y la mayor frecuencia e intensidad de los even-
tos extremos; las actividades tecnológicas e industriales 
(amenazas tecnológicas), como la contaminación indus-
trial, la radiación nuclear, los desechos tóxicos, las roturas 
de presas, los accidentes de transporte, las explosiones en 
fábricas, los incendios y los derrames químicos. A su vez, 
las amenazas tecnológicas también pueden surgir direc-
tamente como resultado de los efectos de un suceso debi-
do a una amenaza natural. Concepto adaptado con base 
en Asamblea General onu, 2016. Reporte A/71/644.

Bienestar. Condición de la vida que reúne un conjunto de 
necesidades suplidas para la protección de la subsisten-
cia con base en la integridad y dignidad humana.
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Desastre. Disrupción grave del funcionamiento de una 
comunidad o sociedad en cualquier escala debida a fenó-
menos peligrosos que interactúan con las condiciones de 
exposición, vulnerabilidad y capacidad, ocasionando uno 
o más de los siguientes: pérdidas e impactos humanos, 
materiales, económicos y ambientales. Asamblea General 
onu, 2016. Reporte A/71/644.

Desastre en pequeña escala. tipo de desastre que afecta 
únicamente a las comunidades locales, que requiere asis-
tencia del exterior de la comunidad afectada. Asamblea 
General onu, 2016. Reporte A/71/644.

Desastre en gran escala. tipo de desastre que afecta a 
una sociedad, que requiere asistencia nacional o interna-
cional. Asamblea General onu, 2016. Reporte A/71/644.

Cambio climático. Cambio de clima atribuido directa o 
indirectamente a la actividad humana que altera la com-
posición de la atmósfera global y que se suma a la varia-
bilidad natural del clima observada durante períodos de 
tiempo comparables. onu, 1992. Art. 1 Convención Marco 
de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático

Capacidad. Combinación de todas las fortalezas, los 
atributos y los recursos disponibles dentro de una orga-
nización, comunidad o sociedad que pueden utilizarse 
para gestionar y reducir los riesgos de desastres y refor-
zar la resiliencia. Asamblea General onu, 2016. Reporte 
A/71/644.

Capacidad de afrontamiento. Capacidad de las perso-
nas, las organizaciones y los sistemas para gestionar con-
diciones adversas, riesgos o desastres, utilizando los co-
nocimientos y los recursos disponibles. Asamblea General 
onu, 2016. Reporte A/71/644.
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Centros de Operaciones de Emergencia. Mecanismo de 
articulación, conducción y toma de decisiones para la ges-
tión de emergencias en el sector salud. ops, 2009. Gestión 
de la información y comunicación en emergencias y desas-
tres: Guía para equipos de respuesta. 

Efectos adversos de los desastres. impactos económi-
cos, humanos y ambientales, y puede incluir la muerte, 
las lesiones, las enfermedades y otros efectos negativos 
en el bienestar físico, mental y social. Asamblea General 
onu, 2016. Reporte A/71/644.

Emergencia. Situación de peligro durante desastres que 
requiere de respuesta inmediata. 

Factores subyacentes del riesgo de desastres. Proce-
sos o condiciones, a menudo relacionados con el desa-
rrollo, que influyen en el nivel de riesgo de desastres al 
incrementar los niveles de exposición y vulnerabilidad o 
reducir la capacidad. Asamblea General onu, 2016. Repor-
te A/71/644.

Mitigación. Disminución o reducción al mínimo de los 
efectos adversos de un suceso peligroso. Asamblea Gene-
ral onu, 2016. Reporte A/71/644.

Personas afectadas. Personas que requieren asisten-
cia inmediata durante un período de emergencia, es de-
cir, que requieren necesidades básicas de supervivencia 
como alimentos, agua, refugio, saneamiento y asistencia 
médica inmediata para mantener y recuperar su bienes-
tar. Concepto adaptado con base en EM-DAT Glossary.

Preparación. Conocimientos y capacidades que desa-
rrollan los gobiernos, las organizaciones de respuesta y 
recuperación, las comunidades y las personas para pre-



82

ver, responder y recuperarse de forma efectiva de los im-
pactos de desastres probables, inminentes o presentes. 
Asamblea General onu, 2016. Reporte A/71/644.

Prevención. Actividades y medidas encaminadas a evi-
tar los riesgos de desastres existentes y nuevos. Asamblea 
General onu, 2016. Reporte A/71/644.

Proceso crítico. Es toda aquella actividad que no puede 
ser suspendida durante una situación de emergencia o 
desastre, ya que de suspenderse puede afectar gravemen-
te la actividad primaria o sustantiva de la organización. 
imss (2016). Plan Institucional Frente a Emergencias y De-
sastres: Marco de Acción General.

Recuperación. Restablecimiento o mejora de los medios 
de vida y la salud, así como de los bienes, sistemas y ac-
tividades económicos, físicos, sociales, culturales y am-
bientales, de una comunidad o sociedad afectada por un 
desastre, siguiendo los principios del desarrollo sosteni-
ble y de “reconstruir mejor”, con el fin de evitar o reducir 
el riesgo de desastres en el futuro. Asamblea General onu, 
2016. Reporte A/71/644.

Comentario: la etapa de recuperación requiere es-
tar dirigida al bienestar por lo que la ciss considera que 
esta etapa inicia en el momento en que la vida de las per-
sonas deja de estar en peligro por la amenaza que dio 
origen al desastre y además, se cuenta con información 
generada desde fuentes primarias que permite tener un 
panorama de las afectaciones así como de las necesidades 
de la población en materia de alimentos, servicios socia-
les básicos como agua, saneamiento, transporte, vivien-
das, asistencia médica física y psicológica, entre otros. 
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Rehabilitación. Restablecimiento de los servicios e ins-
talaciones básicos para el funcionamiento de una comu-
nidad o sociedad afectada por un desastre. Asamblea Ge-
neral onu, 2016. Reporte A/71/644. 

Resiliencia. Capacidad que tiene un sistema, una comu-
nidad o una sociedad expuestos a una amenaza para resis-
tir, absorber, adaptarse, transformarse y recuperarse de 
sus efectos de manera oportuna y eficiente, en particular 
mediante la preservación y la restauración de sus estruc-
turas y funciones básicas por conducto de la gestión de 
riesgos. Asamblea General onu, 2016. Reporte A/71/644.

Respuesta. Medidas adoptadas directamente antes, du-
rante o inmediatamente después de un desastre con el fin 
de salvar vidas, reducir los impactos en la salud, velar por 
la seguridad pública y atender las necesidades básicas de 
subsistencia de la población afectada.

Riesgo de desastres. Tipología especial de los riesgos 
sociales representada por contingencias sociales que 
derivan del cambio climático con efectos adversos en las 
personas y comunidades 

Comentario: Esta definición propia de la ciss es 
cercana al concepto de riesgos sociales vinculados a la 
seguridad social. 

Riesgo residual. El riesgo de desastre que se mantiene 
de forma no gestionada, aunque se hayan puesto en pie 
medidas eficaces de reducción del riesgo de desastres, y 
respecto del que deben mantenerse las capacidades de 
respuesta de emergencia y de recuperación. Asamblea 
General onu, 2016. Reporte A/71/644.
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Seguridad social. Derecho humano que tiene como ob-
jetivo contribuir al bienestar personal y social, y que 
comprende un conjunto de transferencias y servicios de 
carácter solidario y público, cuya responsabilidad funda-
mental recae en el Estado, y que buscan proteger a los 
individuos y las colectividades ante riesgos sociales; que 
reducen la vulnerabilidad social; y promueven la recupe-
ración ante las consecuencias de un riesgo social mate-
rializado, dignificando así las distintas etapas de la vida, 
y promoviendo la inclusión y el reconocimiento de la di-
versidad social.

Servicios críticos. Se consideran como servicios críticos 
aquellos recintos en los cuales se desarrollan funciones 
vitales o esenciales, los que contienen equipos o materia-
les peligrosos o dañinos y aquellos cuya falla puede ge-
nerar caos y confusión entre pacientes y/o funcionarios. 
imss (2016). Plan Institucional Frente a Emergencias y De-
sastres: Marco de Acción General.

Servicios de emergencia. Conjunto vital de organismos 
especializados con responsabilidades concretas en la 
atención y la protección de personas y bienes en situacio-
nes de desastre y emergencia. Incluyen a las autoridades 
de protección civil y los servicios de policía y de bombe-
ros, entre muchos otros. Asamblea General onu, 2016. Re-
porte A/71/644.

Tarjeta de acción. documento operativo que describe de 
manera clara, breve y precisa las actividades asignadas a 
cada persona para dar cumplimiento a la actividad técnica 
del proceso crítico específico, cuyo objetivo es definir las 
actividades que se deben realizar sin omisiones ni duplici-
dad de actividades. imss (2016). Plan Institucional Frente a 
Emergencias y Desastres: Marco de Acción General.
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Vulnerabilidad: Condiciones determinadas por factores 
o procesos físicos, sociales, económicos y ambientales que 
aumentan la susceptibilidad de una persona, una comuni-
dad, los bienes o los sistemas a los efectos de las amena-
zas. Asamblea General onu, 2016. Reporte A/71/644.
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Desde inicios de la década del 2010, diversos organismos inter-
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la finalidad última de abonar a un rediseño de la capacidad de 
afrontamiento ante desastres multiamenaza, basado en la coor-
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servicios de emergencia, así como sectores y actores pertinentes, 
además de incluir mecanismos de participación social. En este 
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